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(Asisten autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas) 
SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 13 y 42) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, 
encabezada por el señor Ministro, economista Fernando Lorenzo e integrada por el economista Michael 
Borchardt, el profesor Pedro Apezteguía, la contadora Susana Díaz, la contadora Marta Arbilleira, el contador 
Fernando Serra, la contadora Laura Tabárez y el contador Nelson Hernández. También están presentes la 
contadora Laura Remesaro y la señora Susana Correa Luna, por la Contaduría General de la Nación; el 
contador Pablo Ferreri y el doctor Guillermo Nieves, por la Dirección General Impositiva; el contador Hugo 
Pose, por la Auditoría Interna de la Nación y, finalmente, por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
quienes nos acompañan habitualmente, las señoras Marisa Rodríguez y María Noel Hernández. 


Hemos invitado a las autoridades del Ministerio para conversar sobre la presentación del articulado de su 
Inciso 05 y también sobre la Sección I "Disposiciones Generales", Sección III "Ordenamiento Financiero", 
Sección VI "Diversos Créditos", Sección VII "Recursos" y Sección VIII, "Disposiciones Varias". Como 
siempre, vamos a recibir con beneplácito las informaciones que ustedes nos proporcionen para poder realizar 
nuestro trabajo legislativo en el estudio de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del 
Ejercicio 2011. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si le parece, podemos empezar por los dos 
artículos correspondientes a la Sección I "Disposiciones Generales", para luego pasar a considerar la 
Sección IM, "Ordenamiento Financiero". Recién después iríamos al articulado correspondiente al 
Inciso para finalizar con el resto de los Capítulos. 


Los artículos 1” y 2* del proyecto de ley, contenidos en la Sección I, "Disposiciones Generales", son los 
habituales y solicitan la aprobación de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
correspondiente a 2011, con el establecimiento de un resultado deficitario equivalente a $ 11.526:071.000; 
esto corresponde a la ejecución presupuestaria. En el literal b) del artículo 1%, por concepto de operaciones 
extrapresupuestales, se establece un resultado también deficitario de $ 12.801:992.000. Estos importes surgen 
de los estados demostrativos y auxiliares que se adjuntan habitualmente en los anexos y que forman parte 
integral de la norma. 


Del tomo de los cuadros de resúmenes, estamos haciendo referencia a información contenida en el Cuadro l e 
información más detallada, que refiere a los resultados extraordinarios, en el Cuadro XII. En ocasión de 
nuestra comparecencia anterior, ya habíamos hecho referencia sobre todo al Cuadro XII, ante una consulta 
del señor Diputado Sander. 


Me gustaría que la Contadora General de la Nación, economista Remersaro, explicara el contenido principal, 
algunos aspectos, que ya han sido mencionados porque son de igual o similar naturaleza a los que hemos 
expuesto en 2011. 


SEÑORA REMERSARO.- Como planteó el señor Ministro, el Cuadro 1 es un cuadro resumen 
explicado con doce cuadros adjuntos en el mismo tomo respecto del conjunto de la recaudación 
efectivamente verificada y de los gastos, tanto por área programática como por Incisos. A su vez, el 
conjunto de estos cuadros aparecen en los Tomos Il, HI y IV, en los cuales la información que presenta 
el Tomo I de forma consolidada para una mejor interpretación, aparece desagregada. 


Por lo tanto, el déficit cuantificado es el resultado de la recaudación y los gastos que se verificaron en el 
Ejercicio 2011, con el Cuadro XII, que incluye las partidas extraordinarias que en sus tres cuartas partes son 
explicadas por los impactos que tuvieron la capitalización del Banco Hipotecario del Uruguay y del Banco 
Central. Estos hechos explicaron el año pasado, con enormes porcentajes, los resultados extraordinarios del 
Ejercicio 2011. Por consiguiente, hay que revisar esa ejecución, que se presenta en esta forma ordenada y 
desagregada en los doce primeros cuadros para su mejor interpretación. 


SEÑOR SANDER.- Hace unos días hicimos una pregunta al señor Ministro, pero quizás no fuimos 
claros; después, cuando leímos la versión taquigráfica, nos dimos cuenta que seguíamos teniendo 
dudas, que nos gustaría, se aclararan. 


Con relación al año 2010, en el cuadro número 12, en Resultados Extraordinarios, aparece una diferencia de 
cotización por recompras de Bonos del Tesoro. Yo quiero saber si esta diferencia es solo por la compra de 
títulos en dólares o si allí figura también la diferencia de las Letras en Unidades Indexadas que coloca el 
Banco Central. 


El año anterior aparecía una recompra de Bonos del Tesoro, pero acá aparece una diferencia de recompra. 
Estamos hablando de $ 5.000:000.000, es decir, de más de US$ 200:000.000. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- ¿De dónde surge este tipo de ajustes al 
resultado o cómo impacta sobre la cuenta de pérdidas y ganancias, sobre el resultado operativo del 
Gobierno? Opera de la siguiente manera. El Gobierno ha hecho operaciones de recompra y de canje de 
títulos. Toda vez que hace una recompra no necesariamente compra a la par. Es más, en estos últimos 
tiempos, los títulos uruguayos, salvo los de muy largo plazo, que no son en general los que se nos 
ofrecen para recompra, se encuentran bastante por encima de la par. El hecho de que se encuentren 
por encima de la par implica que los estamos comprando a precios de mercado, a un valor que es justo 
para quien recibe el pago, pero que es superior al valor facial del título, y eso, obviamente, en estas 
circunstancias, implica la cancelación de un pasivo que estaba contraído a determinado plazo. Pero 
para contraer ese pasivo hubo que pagar una suerte de premio de tasa de interés que está implícita en 
esa valoración mayor del título, como es habitual en el funcionamiento de cualquier esquema de 
fijación de precios de un título público. Toda vez que un título se emite a tasa fija, y después el 
comportamiento del mercado hace cambiar la tasa de referencia, la diferencia se termina reflejando en 
el valor del título. Quiere decir que si un título de 100 es emitido a una tasa del 10% y la tasa de 
mercado baja al 5, el título cambia de precio, porque quien lo va a recibir tiene una menor expectativa 
de rentabilidad que la que está en el cupón. Por lo tanto, por un cupón de 10 está dispuesto a pagar un 
precio mayor. Cuando uno va a hacer la operación de recompra lo tiene que pagar incorporando ese 
premio de tasa de interés. Por tanto, hay implícito en esta operación unas diferencias de cambio que en 
realidad son cancelaciones adelantadas de pago de intereses. Y pueden ser de moneda nacional o 
extranjera, pero son solo operaciones de gobierno, no del Banco Central, porque las operaciones de 
recompra que realiza el Banco Central están en una cuenta similar a esta -me imagino-, pero en los 
estados financieros del Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR SANDER.- Hice la pregunta porque no aparecía este dato y porque hace un par de días salió 
un artículo en un diario que señalaba que no se estaba tomando en cuenta esa pérdida de la diferencia 
en la Unidad Indexada, es decir, esa diferencia de la inflación no se estaba tomando en cuenta en los 
balances. 


Por eso hice la pregunta, para intentar entender esto, que no es fácil; agradecemos la respuesta al señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Para referirse a las normas de ordenamiento 
financiero, que se encuentran del artículo 13 al 16, solicitaría se le concediera la palabra al Director de 
Presupuesto del Ministerio de Economía y Finanzas, economista Borchardt. 


SEÑOR BORCHARDT.- En esta oportunidad incluimos cuatro normas a efectos del ordenamiento 
financiero. Las dos primeras refieren a ajustes a la normativa de ordenamiento financiero que fue 
modificada en profundidad en oportunidad del Presupuesto. Entendemos que, en este momento, 
habiendo recorrido un poco y teniendo cierta experiencia, es conveniente hacer estos dos ajustes. 


En el primer caso, se modifica el artículo 77, que tiene dos componentes. Uno es para los casos de 
transposiciones entre proyectos de inversión que impliquen un cambio de fuentes de financiamiento; en la 
normativa del Presupuesto se establecía un informe previo del Ministerio de Economía y Finanzas y también 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y no quedaba claro quién era responsable de sacar la resolución. 
Entonces, por analogía o temática, acá se aclara que el Ministerio de Economía y Finanzas es el responsable 
de elaborar la resolución y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de hacer un informe. Solamente 
prosperará esta iniciativa en caso de que sea favorable. Además, acá se ajusta que todo cambio de fuente de 
financiamiento de un proyecto de inversión entra en estos mismos procedimientos. Esto no estaba clarificado 
suficientemente en la normativa acordada en la Ley de Presupuesto; sí estaba establecido con claridad en el 
caso de los proyectos de funcionamiento, pero no así en los proyectos de inversión, y entendimos 
conveniente aclararlo en esta oportunidad. 


En cuanto al artículo 14 es importante aclarar que hoy existe una restricción que es que proyectos 
financiados, total o parcialmente, con endeudamiento externo, no pueden ser traspuestos para reforzar 
proyectos que solo tienen financiamiento por Rentas Generales. Entendemos que esta limitación era lógica en 
momentos en que había realmente restricciones financieras, pero en estos momentos puede generar sobrantes 
de créditos, porque a veces, cuando arranca un préstamo, tiene una ejecución más lenta y se generan 
sobrantes de crédito que, conforme a la normativa vigente, no es posible utilizar en algún proyecto para 
reforzar otros. 


En este caso, obviamente, intervienen la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Economía 
y Finanzas para autorizar estas transposiciones. 


El artículo 15 establece que las instituciones públicas o privadas, que administren fondos, a cualquier título, 
transferidos por los Incisos del Presupuesto Nacional y los organismos del 221, deberán suministrarle al 
Ministerio de Economía y Finanzas la información respecto de los mismos, a efectos de apoyar la 
elaboración de las estadísticas fiscales. 


Si bien hoy obtenemos la información adecuadamente, hay nuevos instrumentos financieros -por ejemplo, los 
fideicomisos- y por eso entendimos que era necesario y conveniente dejarlos plasmados por vía legal para 
que, en todos los casos, se asegure que se pueda tener la información necesaria para la adecuada elaboración 
de las estadísticas fiscales. 


El objetivo del artículo 16 es facultar a la Contaduría General de la Nación a hacer algunos ajustes, de dos 
tipos. En primer lugar, eliminar algunas partidas figurativas, que son reflejos contables que hacen a 
operaciones financieras dentro del propio Presupuesto Nacional y que en realidad no son gastos, sino que 
implican créditos con partidas estimativas y ensucian la cifra que uno está mirando en el Presupuesto. Hoy 
tendríamos que venir en cada oportunidad para modificarlo por vía legal, ya que no tenemos norma que nos 
habilite a ordenar, eliminando partidas figurativas de la información del SIUF. Con gusto podemos ahondar en 
qué tipo de partidas estimativas son. Hacen a fuentes de financiamiento, transferencias internas dentro del 
Presupuesto y no son relevantes para exponer la información. 


La otra parte de este artículo refiere a que la Contaduría General de la Nación pueda encarar algunos ajustes 
de exposición que, obviamente, no impliquen cambios en la sustancia. Por ejemplo, el Instituto de 
Evaluación Educativa, que en el presupuesto estaba previsto en el Inciso 11, "Ministerio de Educación y 
Cultura", como un subsidio, antes de que existiera en realidad, para poder trasladarlo y agruparlo con los 


otros subsidios en el Inciso 21, necesitamos incluir en esta Rendición de Cuentas un artículo específico. Para 
este tipo de ajuste que no hace a la sustancia, que no cambia la naturaleza, el destino ni el monto, por 
supuesto, estamos pidiendo una autorización para que la Contaduría General de la Nación pueda hacer estos 
ajustes, obviamente, informando a la Asamblea General y al Ministerio de Economía y Finanzas y a las 
oficinas correspondientes. 


SEÑOR BEROJIS.- En la instancia anterior hice una pregunta vinculada con persona pública de 
derecho privado que figura acá. 


Quizás haya entendido mal, pero el señor Ministro dijo que no tenía la información suficiente. De repente es 
esto. 


Sería importante contar con este informe que da el Ministerio de Economía y Finanzas y que se dé cuenta a la 
Asamblea General de esto, porque realmente nosotros carecemos de este tipo de información. 


SEÑOR BORCHARDT.- En realidad, este artículo no comprende a las personas de derecho privado, 
sino que es más limitado y refiere solo a los Incisos de la Administración Central, a los organismos del 
220 y a las empresas públicas, previstas en el artículo 221 de la Constitución. 


Es decir, no estamos pidiendo autorización para hacerlo, pero si el Parlamento entiende que habría ampliar la 
autorización para estos casos, no tenemos inconveniente, pero no fue nuestra intención original. 


SEÑOR SANDER.- Simplemente quiero hacer una aclaración para que conste en la versión 
taquigráfica. 


En el cuadro 8 aparece el rubro "Otras Transferencias", que intenté desagregar en el Tomo III, de las páginas 
252 a257. Acá figuran esos $ 10:000.000 -cifra bien importante-, el 25% del cuadro "Subsidios, 
subvenciones y otras transferencias", y por eso quiero saber si está bien lo que figura en las páginas 382 y 
383, en lo que corresponde a inversiones. En la página 382 aparece un proyecto de "Acceso a la educación", 
y habla de "Centro de inclusión tecnológica y social", al que se asignan unos US$ 60:000.000; supongo que 
será el Plan Ceibal o algo por el estilo. 


No sé si esto está sumado al rubro "Otras transferencias" o si estoy tocando otra tecla. 


SEÑORA REMERSARO.- La lógica del cuadro 8 corresponde a un reagrupamiento de partidas que 
salen automáticamente del sistema, y que fueron planificadas antes del 2007. 


Por lo tanto, eran transferencias que se ejecutaban vía Incisos 21 y 24; luego fueron agregándose 
transferencias que se ejecutan a través de los Ministerios. 


Entonces, en algunos de los puntos que están identificados -como el INIA o el Instituto Antártico Uruguayo- 
en los $ 10:000.000 está englobada un conjunto de transferencias que se hacen a organismos que administran 
fondos públicos, que no están individualizados y que particularmente este año representan un porcentaje 
importante de las transferencias. 


Como eso lo hace directamente el sistema, a partir del comentario del señor Diputado Sander, estamos 
revisando el agrupamiento que el sistema generó en el 25% de las partidas. Ahí figuran transferencias que se 
hacen a través de los Incisos y cifras de transferencias que se ejecutaron a través del Ministerio de Economía 
y Finanzas por los Incisos 21 y 24, y que particularmente este año tienen porcentajes importantes. 


Básicamente lo que está en este agrupamiento son las fundaciones y asociaciones para las que el propio 
Parlamento votó las transferencias, y acá se exponen en un globo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si el señor Diputado o cualquier otro miembro 
de la Comisión quisiera acceder a este listado para interpretar cabalmente qué hay dentro de ese 
agrupamiento, podemos dejar la información o suministrarla por vía electrónica. 


SEÑOR SANDER.- Por eso, quiero saber si lo que figura en el Tomo III, en las páginas 252 a 256, está 
incluido eso, porque acá tenemos subsidios para AFE, PLUNA, Administración Nacional de Correos, 
Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sí, está incluido, entre otras cosas. 


SEÑOR SANDER.- Por último, quiero saber si este Programa 340 del Proyecto 316, "Acceso a la 
Educación. Centro de Inclusión Tecnológica y Social", que anda en el entorno de $ 1.200:000.000, 
corresponde al Plan Ceibal. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, es el Plan Ceibal. Si les parece, 
podemos dejar el detalle. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que se va a adjuntar el cuadro proporcionado por 
el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pasamos a la presentación de los artículos 106 a 
114, inclusive, correspondientes al Inciso 05 "Ministerio de Economía y Finanzas". 


Solicito autorización para que el Director General de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía, explique el 
contenido y realice la fundamentación de cada uno de los artículos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Se trata de unos pocos artículos que tienen la idea común de simplificar 
algunos procedimientos habituales que ocurren en las distintas Unidades Ejecutoras del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


El artículo 106 establece algunas modificaciones al artículo 15 de la Ley N* 9,624, del año 1936, que también 
tuvo algunas modificaciones, que refiere a la atención de los distintos quebrantos que se van produciendo en 
el Servicio de Garantía de Alquileres. Este Servicio cobra una comisión a los participantes del contrato. Esa 
comisión se vierte a Rentas Generales. Además, fue motivo de algunas salarizaciones. Acá se prevé un 
mecanismo por el cual el Servicio de Garantía de Alquileres pueda atender esos quebrantos y pagar, por 
tanto, al arrendador, es decir, que pueda cumplir con su papel de otorgar garantía y, en ese sentido, atender 
también los desfasajes en los calendarios de pago. Por ejemplo, el Banco de Previsión Social descuenta a los 
jubilados el alquiler correspondiente a los arrendatarios en determinada fecha, pero tarda algunos días en 
llegar al Servicio de Garantía de Alquileres. Este artículo permite tener un fondo de reserva habilitado por la 
Tesorería General de la Nación. En principio, no tiene costo en lo que hace a la operativa del servicio. 


El artículo 107 establece una modificación con respecto a cómo evaluar las semejanzas de los nombres de las 
denominaciones de sociedades que se presentan a la Auditoría Interna de la Nación. La norma que hoy está 
vigente dice que no se habilitarán "cuando sean semejantes". La sutileza intenta ser salvada con la nueva 
redacción del artículo 12, en el que se dice "notoriamente semejante". Sin embargo, las sociedades se 
identifican, básicamente, por la marca y por el RUT. La Auditoría Interna de la Nación nos pide que para 
saldar algunas discusiones planteadas acerca de cuándo es "semejante", podamos decir: "cuando es 
notoriamente semejante". Tal vez en próximos Presupuestos se preverán formas más ingeniosas que estas. 


Por su parte, el artículo 108 establece dentro de los cometidos de la Auditoría Interna de la Nación la 
modificación de una parte de ellos vinculado a los sistemas de emitir valores. Estos sistemas estaban 
pensados para los casos en que se imprimía valores y luego se iba a la imprenta y se los destruía. Ahora, la 
electrónica hace que los recibos se emitan y se numeren informáticamente. Por lo tanto, le estamos 
cambiando las potestades diciendo que pueden realizar auditorías informáticas cuando los valores sean de ese 
tipo, en lugar de requerir que cada uno que emita valores pase por la Auditoría Interna de la Nación para que 
esos valores sean sellados y reconocidos. Se simplifica el procedimiento, sin quitar competencias a la 
Auditoría General de la Nación ya que, en cualquier caso, en el momento de realizar una auditoría se puede 
solicitar las actas de edición o destrucción de valores que corresponde a cada Gerencia Financiera de los 
Incisos y de las instituciones que están bajo su supervisión. 


En el caso del artículo 109, la Auditoría Interna de la Nación está tratando, por un lado, de no superponerse 
con los controles que realiza el Banco Central y, por otro, con la potestad de solicitar a sociedades 
controladas y/o controlantes de sociedades anónimas abiertas que deban enviar la información en caso de ser 
solicitada. Si ustedes recuerdan, en alguna ley anterior se estableció que las sociedades controladas y/o 
controlantes de las sociedades anónimas abiertas no tenían por qué ser abiertas. En este caso, lo que 
queremos conservar es la posibilidad de la Auditoría Interna de solicitar la información aunque esas 
sociedades sean cerradas. 


El artículo 110 plantea un caso muy particular que se da en la Dirección Nacional de Aduanas. Como ustedes 
saben, existe un grupo de funcionarios públicos que están dedicados a las tareas de represión del contrabando 
y hay una discusión permanente sobre cuáles son las tareas asociadas directamente a esa represión, inclusive 
cuando en aquellos lugares estratégicos de la Dirección Nacional de Aduanas, por insuficiencia de su propia 
estructura, se debe recurrir a este mecanismo para cubrir algunas tareas. Este artículo vendría a solucionar ese 
aspecto porque establece que el grupo podrá funcionar en ambos programas y, en cualquier caso, no estará 
constituido por más de cincuenta funcionarios, tal como rige en la legislación vigente, pero que además 
puede realizar aquellas tareas que sean imprescindibles para el funcionamiento de la Dirección Nacional de 
Aduanas. 


El artículo 111 procede a la creación de un cargo en cumplimiento de una Sentencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


El artículo 112 establece una autorización a la Dirección General de Comercio para que el área de zonas 
francas pueda prestar servicios de pesaje de mercaderías y materias primas y otros servicios. El hecho es que 
en Nueva Palmira no es posible prestar el servicio porque no tenemos autorización para hacerlo ya que no 
aparecía dentro de los servicios imprescindibles para el funcionamiento de esa Zona Franca, que ahora sí lo 
es, básicamente vinculado con movimientos de mercaderías que no existían por las propias características del 
bajo funcionamiento de la Dirección. 


SEÑOR IBARRA.- En el penúltimo inciso del artículo 112, donde dice que los recursos obtenidos por 
el cobro de dichos servicios serán destinados a gastos de funcionamiento e inversiones en 
infraestructura, etcétera, no están los porcentajes. ¿Se entiende que es el 50% o es de acuerdo a las 
necesidades? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Ustedes imaginen una Unidad Ejecutora que está diseñada para realizar 
tareas de contralor y de regulación, y que debe realizar tareas de explotación comercial de una zona 
franca. Por cierto, en el marco legal vigente esto es muy difícil para la Dirección General de Comercio. 
Lo que estamos habilitando con esta norma es que esos ingresos que obtiene por prestación de servicios 
pueda utilizarlos en lo que necesite, y se establece que es para gastos de funcionamiento e inversiones, 
para cubrir todos los gastos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde señalar que esta zona franca es explotada directamente por el 
Estado a partir de la Dirección Nacional de Zonas Francas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Exactamente, esta es la única zona franca explotada directamente porque es 
propiedad de la Dirección. Después está la explotación de la Zona Franca de Rivera. 


El artículo 113 establece la vinculación para un conjunto de inspecciones entre la Dirección General 
Impositiva y la Dirección General de Comercio. Como ustedes saben, la Dirección General Impositiva está 
sujeta al secreto tributario. Muchas veces se puede plantear la necesidad de una inspección pero el problema 
es que después la Dirección General de Comercio no se puede enterar del resultado debido al secreto 
tributario. Aquí lo que estamos estableciendo es la coordinación entre la Dirección General Impositiva y la 
Dirección General de Comercio. En ese caso, es la Dirección General de Comercio la que debe guardar el 
secreto tributario de la información obtenida sobre sus usuarios y sus explotadores. 


El artículo 114 viene a solucionar también algún tipo de celo funcional. En el segundo inciso del artículo 173 
de la Ley N* 18.362 se creaba una Comisión que debía dirigir el Centro de Estudios Fiscales. Esa norma es 
del año 2008. En la Ley de Presupuesto, mediante un artículo se intentó clarificar las condiciones en las 


cuales se desarrollaba la actividad del Centro de Estudios Fiscales y, además, aclarar la forma de dirección. 
Así se estableció que debía haber un Consejo Honorario de cinco miembros y un gerente ejecutivo. El día 
que fuimos a registrar al Centro de Estudios Fiscales nos dijeron que faltaba una Directiva, ya que el 

artículo 173 establece que estará formada por la Dirección General Impositiva y la Dirección General de 
Secretaria, y aquí se señala que la Directiva será el Consejo Honorario. De esta forma, terminamos con las 
dos Directivas. Formalmente, terminamos con dos Directivas en el mismo Centro, y lo que estamos haciendo 
ahora que es establecer una, la última aprobada, integrada por cinco miembros designados por el Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


SEÑOR BEROIS.- En relación al artículo 106, no entendí cuál es el fondo de reserva y cómo se 
administra y se nutre. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Cada vez que en el Servicio de Alquileres de la Contaduría General de la 
Nación se firma un contrato, las dos partes pagan un porcentaje del alquiler como aporte que se 
destina a un fondo, justamente, para atender los casos en que por algún motivo hay un 
incumplimiento. Ese es uno de los motivos que genera necesidades de pago. Al no poder retener el 
dinero del sueldo se genera una obligación porque, precisamente, el que da la garantía tiene que pagar 
lo que no pagó el deudor original. Por otro lado, tenemos un tema de desfase entre las fechas de la 
recaudación de las retenciones y el pago a los propietarios. Esa necesidad es la que se propone que sea 
atendida con cargo a un fondo de reserva. Ese fondo de reserva simplemente lo habilita la Tesorería 
como un capital de trabajo del Servicio de Garantía de Alquileres, que le daría el giro que necesita 
para atender las actividades. Otras normas establecen cómo se registra la quiebra. El Servicio de 
Garantía de Alquileres tiene los mecanismos para reclamar el cobro de los alquileres y, eventualmente, 
reclamar a los garantes solidarios el pago y recuperar ese dinero. Aquí lo que estamos diciendo es que 
hay un fondo que permite que el sistema funcione normalmente. Por lo tanto, este artículo no tiene 
costo. 


SEÑOR OTEGULI.- De hecho, así funciona actualmente. 
SEÑOR APEZTEGUÍA.- Hoy funciona pero no tenemos una norma adecuada. 


SEÑOR BEROJIS.- Traté de ver la norma referida del artículo 108, que dice que la Auditoría Interna 
de la Nación podrá "verificar" la emisión, mientras que, anteriormente, decía "fiscalizar". Se cambió 
"fiscalizar" por "verificar". No entendí bien la explicación. 


SEÑOR POSE.- Lo que planteamos es que podamos verificar, hacer un control a posteriori, porque en 
la actualidad se hacen muchos procedimientos electrónicos y no se regulan previamente. Dentro de 
nuestros planes de auditoría anual se plantea la posibilidad de que, conjuntamente con los controles 
que hagamos, se verifique la emisión de valores. 


SEÑOR BEROIS.- Entiendo el fundamento del artículo 113. Lo que se quiere es que la Dirección 
General Impositiva, que tiene vedado trasladar información, pueda intercambiarla. Lo que no me 
parece bueno en cuanto al ordenamiento jurídico es tratar de evitar la Justicia. Lo que aquí se 
establece es recurrir a los Tribunales de Justicia, que luego decidirán. Este tipo de prácticas permite 
eludir un Poder del Estado que, en definitiva, es la garantía que tenemos por la división de Poderes. 
Esta es mi opinión. Yo integraría esto como un aspecto de la seguridad jurídica, que es muy importante 
para nosotros. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que se hace es extender el secreto a la 
Dirección General del Comercio. Se mantienen todas las garantías y todas las exigencias que tiene el 
secreto resguardado sobre la nueva Unidad Ejecutora que se incorpora. 


Nosotros entendemos que es al revés, que esto es muy garantista, porque se le está imponiendo esas 
normativas y exigencias a una Unidad que no estaba sujeta a ellas. Eso es lo que dice la norma. 


En cuanto a las garantías de alquiler, quiero señalar que, más allá de la existencia de esa suerte de fondo 
rotatorio técnico, el mecanismo de registro de ingresos y egresos es el mismo. Simplemente, se está pidiendo 
autorización para operar de una manera que, con una norma que lo permita, evite apelar a mecanismos 
transitorios que a veces funcionan imperfectamente. 


Pasamos a la Sección V "Organismos del artículo 220 de la Constitución de la República", Inciso 16 "Poder 
Judicial". Los artículos 220 y 221 son los únicos que envía el Poder Ejecutivo correspondiente a este Inciso, 
que dota de los recursos necesarios a algo que ya fue creado: el Tribunal de Apelaciones en lo Laboral. 
Estaba pendiente la asignación de créditos presupuestales, y lo que se está haciendo en esta oportunidad es 
subsanar esa omisión. No se le había otorgado el crédito correspondiente a algo que ya contaba con 
aprobación y con norma para la creación de ese Juzgado. 


En el artículo 222, correspondiente al Inciso 19 "Tribunal de lo Contencioso Administrativo", estamos 
recogiendo algo que nos plantearon desde el propio Tribunal y refiere a algún problema interpretativo que 
había surgido en los últimos tiempos respecto a cuál es el régimen jubilatorio de sus Ministros. Esto no había 
ocasionado nunca un problema. Se estaba aplicando una normativa de una determinada manera pero surgió 
una duda de interpretación, originada en los servicios jurídicos que analizan la norma. El artículo 222 vuelve 
las cosas a la situación anterior al cambio de interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya he manifestado en otra oportunidad que tenemos una duda con respecto a 
si esta norma puede ser incluida en un proyecto de Rendición de Cuentas, teniendo en cuenta que se 
trata de un tema de seguridad social y la disposición transitoria plantea que no puede incluirse aquí. Si 
bien esta es una norma interpretativa anterior a la vigencia de esta disposición constitucional, 
queremos compartir esa duda con el Ministerio, para que conste en la versión taquigráfica su posición 
al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entendemos que puede incluirse en la 
Rendición de Cuentas porque, en realidad, lo que hace es modificar una norma presupuestal. Se 
interpreta una norma que está contemplada en un Presupuesto. Si estuvo en el Presupuesto original, es 
absolutamente razonable -esta es nuestra opinión y la del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
que nos sugirió su inclusión en la Rendición de Cuentas- que pueda estarlo ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero discutir en este momento. 


Esa norma presupuestal que se interpreta es del año 1991, anterior a la modificación de la Constitución de la 
República, que fue en 1992. Esa es nuestra duda. 


SEÑOR GAMOU.- Ayer, cuando vinieron los representantes de la Presidencia de la República y 
demás, estuvimos discutiendo la interpretación de lo que establece un artículo específico sobre las 
normas de Presupuesto y Rendición de Cuentas. Hubo una discusión sobre si se viola o no la 
Constitución; inclusive, acuñé ese término de "someterla a incalificables vejámenes". En realidad, el 
artículo inmediatamente anterior al cual el señor Presidente tiene dudas también genera dudas, porque 
crea un Juzgado que no va a terminar el 1” de marzo de 2015, sino que va a seguir. En temas de 
Presupuesto siempre solemos "bypassear" lo que dice una concepción exegética de la Constitución. 


Coincido con la apreciación que acaba de hacer el señor Ministro; lo tendremos que discutir. De todas 
formas, si no sale ahora, saldrá por una norma interpretativa, pero me parece que cuando nos abocamos a una 
concepción excesivamente exegética de la Constitución lo debemos hacer en todos los planos y no solamente 
si se trata de temas de seguridad social, porque si nos fuéramos a poner demasiado exquisitos, muchos 
artículos de Rendiciones de Cuentas y Presupuestos de los últimos veinticinco años, como superan el 
Período, no podrían ser aceptables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestra intención era que este intercambio figurara en la versión 
taquigráfica para que después fuera historia fidedigna de la aprobación de esta norma. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si predominara la hipótesis restrictiva, y este 
artículo fuera aprobado por las razones que entienda la Comisión, les solicito que nos lo avisen a la 
mayor brevedad porque lo tendríamos que remitir al Parlamento como un proyecto separado. 
Tenemos iniciativa privativa, porque se modifican normas de seguridad social, y deberíamos que 
solicitar, no sé si a la Comisión de Hacienda o a la de Seguridad Social, que lo aprobara en fecha para 
no se lesionar los intereses de algunas pobres personas que están enfrentando un problema en este 
momento. Les pido que entiendan que esta es una norma muy generalista, pero con cuerpo y alma. 
Tengan en cuenta eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veremos lo que vamos a hacemos. Queda claro, y no queremos perder la 
iniciativa del Poder Ejecutivo ni los tiempos. De todas formas, se podrá desglosar y enviar a la 
Comisión respectiva. 


El señor Diputado Ibarra tenía un complemento que prefiero que aclare, porque es motivo también de nuestra 
preocupación en caso de que hubiera reclamos contra esta norma. 


SEÑOR IBARRA.- El viernes pasado estuvieron presentes funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Sin duda, ustedes conocen el planteo que consiste en la posibilidad de extensión a otros 
funcionarios del beneficio que recibirían los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Nosotros, a través de la Secretaría, enviamos al Ministerio la versión taquigráfica, y 
correspondería tener alguna opinión en cuanto a la solicitud de la Asociación de Funcionarios del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ya que seguramente volverán a concurrir y nos van a 
preguntar sobre esa posibilidad de extensión. Sabemos que se trata de un tema de recursos. No 
obstante, como ustedes recibieron el planteamiento, quisiéramos tener una información oficial para 
poder trasmitir. 


SEÑOR OTEGUI.- Nosotros a priori no tendríamos objeción, aunque recién nos enteramos del tema. 
En la citación no estaba previsto, y por eso no tenemos una posición asumida. En principio nos parece 
razonable. En la medida en que la mayoría lo laude, daremos nuestra posición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro al señor Diputado Ibarra que la versión taquigráfica fue enviada al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, no al Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La intención nuestra al remitir esta norma no 
es innovar. Por tanto, al no innovar, no puede caber la consideración de que su extensión es parte 
inherente a la innovación. En todo caso, interpretaría que la aspiración de algunos funcionarios puede 
ser igual a la de todos los funcionarios de la Administración o de los Poderes que tienen algún régimen 
de este tipo para tener lo mismo que en algún momento se creó para determinadas autoridades o 
jerarquías. La discusión no pretendía innovar. Además, esto tendría un costo. 


Entonces, más allá de fijar posición, no estaríamos en condiciones de dar una opinión favorable a su 
inclusión en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado claro el planteo. Después conversaremos sobre este tema porque 
existe la posibilidad de desglosar este artículo y enviarlo a la Comisión de Seguridad Social para 
tratarlo como un proyecto separado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los Incisos 25 y 26 corresponden a la 
Administración Nacional de Educación Pública y a la Universidad de la República. 


Como en nuestra visita anterior, hace dos días, explicamos el contenido del Mensaje del Poder Ejecutivo 
relativo a estos dos organismos, no vamos a ser reiterativos. Si los señores Diputados tienen alguna duda 
adicional podemos aclararla. 


El Inciso 27 comprende los artículos 225 a 232 y corresponde al INAU, y el Inciso 29 incluye los 
artículos 233 al 244, y tiene que ver con ASSE. 


Como INAU y ASSE tienen mensaje único y no tenemos diferencias, creemos que lo más conveniente es que 
la explicación la realicen ambos organismos. Nosotros simplemente acompañamos íntegramente el mensaje 
que presentaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así también lo entendimos nosotros. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Corresponde analizar el Capítulo 
correspondiente a Subsidios y Subvenciones, artículos 245 al 248. 


SEÑOR BORCHARDT.- En el artículo 245 se incrementa el subsidio previsto para el Instituto del Plan 
Agropecuario, especificamente para transferencia de tecnológica. La ley del Plan Agropecuario - 
posterior a la última Rendición de Cuentas y al Presupuesto- estableció que debe destinarse a este 
Fondo para transferencia tecnológica al menos el 25% del total del subsidio que recibe el Plan. Como 
se incrementó el subsidio del Plan, faltaba complementar la asignación para el Fondo de Transferencia 
de Tecnología y Capacitación Agropecuaria. Estamos dando cumplimiento a eso a través de este 
artículo. 


El artículo siguiente establece un cambio de ubicación del subsidio para el Instituto de Evaluación Educativa. 
Esto se previó en la Ley de Presupuesto -antes de la creación del Instituto-, en el Inciso 11, "Ministerio de 
Educación y Cultura". Ahora lo juntamos con los otros subsidios en el Inciso 21. 


Aclaro que esta medida no tiene costos. Simplemente es un tema de exposición. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


——-A través del siguiente artículo se incrementa el subsidio previsto para el Centro Uruguayo de 
Imagenología Molecular en $ 20:000.000. Actualmente, el CUDIM hoy tiene un subsidio anual de 
$ 48:000.000. 


El artículo 248 asigna al Fondo de Subsidios y Subvenciones una partida de $ 8:000.000 anuales a efectos de 
que la Comisión los distribuya entre los organismos, como se hace habitualmente. 


SEÑOR SANDER.- Tengo una duda sobre el artículo anterior. 


Según lo que figura en la página 252 del Tomo III, el Centro Uruguayo de Imagenología Molecular recibe 
$ 249:000.000. 


SEÑOR BORCHARDT.- El subsidio del CUDIM aprobado en el Presupuesto es de $ 48:000.000 
anuales. En 2011 se reforzó esa partida en $ 200:000.000, aproximadamente, a efectos de cancelar parte 
de la deuda que tenía con el Banco de la República. 


El CUDIM contrajo una deuda del orden de los US$ 18:000.000 -aclaro que los números son aproximados- 
con el Banco de la República para hacer la obra física y comprar equipamiento. Analizando el flujo de fondos 
vimos que no era sostenible. Por eso, lo apoyamos para que amortizara la deuda y ayudara a una 
refinanciación. Esperamos que con este aumento del subsidio el CUDIM sea sustentable. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero hacer una consulta sobre el artículo 245, que establece la partida para el 
Fondo de Transferencia de Tecnología y Capacitación Agropecuaria del Plan Agropecuario. Este tema 
ha sido considerado en la Comisión y también lo hemos hablado con el señor Ministro de Ganadería 
Agricultura y Pesca 


Uno de los principales problemas que tiene la partida del Plan es mantener la relación para las actividades de 
transferencia y, también, el desfase que se va generando en los salarios. Es decir: los salarios ajustados 
simplemente por el ajuste anual cada vez insumen más que lo estipulado en la partida fija prevista en 
Subsidios y Subvenciones. Esto va generando una ejecución en rojo. En este caso, el incremento no está 
destinado a subsanar ese problema, que se repite en todos los Ejercicios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


——EEl señor Ministro dijo que había hecho gestiones para subsanar este problema. Esa es nuestra duda. 


SEÑOR BORCHARDT.- Efectivamente, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tomó 
contacto con nosotros por este tema. Esta situación es similar a la que están viviendo otros organismos 
que reciben subsidios, que destinan parte de lo que reciben a pagar salarios. 


Nosotros no ajustamos en forma automática los subsidios, sino que lo hacemos en forma analizada y 
discutiendo con cada uno. Si siguiéramos el argumento que se plantea y ajustáramos todos los subsidios - 
buena parte de ellos se destinan a salarios, como sucede en las ONG-, estaríamos reconociendo que son una 
partida salarial más, y en realidad no lo son. 


Las partidas salariales se ajustan presupuestalmente en forma automática a través de los aumentos salariales, 
y son distintas a las partidas de subsidio, más allá de que parte de su destino sea para pagar salarios de gente 
contratada por organizaciones que no forman parte de la Administración Central. Vamos a seguir trabajando 
en el tema junto al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En los siete años que llevo trabajando en el Presupuesto, no recuerdo haber dado un refuerzo para el Instituto 
Plan Agrocupecuario. Esta situación se debe haber planteado anteriormente. Tengo entendido que el Plan 
todavía tenía fondos disponibles de algunos préstamos y que con ellos financiaba los aumentos salariales. 


Por lo tanto, si hubiéramos hecho ajustes automáticos, en definitiva, habríamos puesto fondos que en realidad 
no eran estrictamente necesarios para el funcionamiento del Plan. Entiendo que en este momento quizás 
estemos en una situación en la que ya no tiene disponibilidades iniciales y ahora sí es necesario ir 
acompañando y discutiendo estos temas con el Plan, lo que estamos dispuestos a hacer a través del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Agregaría un elemento un poco más conceptual 
y de relación del Presupuesto con todo el Capítulo de Subsidios y Subvenciones, y es que si nosotros 
estableciéramos cualquier mecanismo de indexación a priori de subconjuntos de cosas que el 
Presupuesto no dispone, estaríamos dando una especie de independencia a la partida de Subsidios y 
Subvenciones que no ha sido el espíritu general, ni siquiera del funcionamiento de las comisiones. El 
acuerdo al que hemos llegado es que se trata de partidas especialmente manejadas y orientadas por el 
Parlamento de la República. Entonces, cuando se nos planteen situaciones particulares que requieran 
refuerzos específicos por una razón que se nos justifique, para nosotros el mecanismo no puede ser la 
indexación sino la asignación. Ese sería nuestro criterio general. Si se decide reforzar explícitamente, 
que se haga, pero no con un mecanismo de indexación que quedaría fuera del control, porque en la 
medida en que se puede extender o contraer la masa indexada sobre la partida de Subsidios, 
estaríamos en una suerte de incertidumbre e indefinición sobre el monto de Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Compartimos el criterio que expresa el señor Ministro. Precisamente, la 
preocupación por este tema, que hemos intercambiado como Comisión con el señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, se sustenta en que a raíz de la modificación de la ley que regula al 
instituto Plan Agropecuario y la integración de su Consejo Directivo, el Ministerio le asigna un rol 
preponderante en la tarea de transferencia tecnológica y de trabajo, inclusive en el área del desarrollo 
rural, que está priorizada. Por eso es que veíamos la posibilidad de avanzar hacia una política que el 
Poder Ejecutivo pudiera determinar, tendiente a que eso no estuviera comprendido dentro del 
Inciso Subvenciones. Inclusive, como planteamos al señor Ministro, pensamos en la posibilidad de que 
pudiera ser absorbido por el Inciso del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Decimos esto 
porque realmente aquí hay un componente salarial importante que no puede ser indexado en Subsidios 
y Subvenciones porque, lógicamente, escaparía a la concepción de lo que es el Inciso. Nos sigue 
preocupando que el Poder Ejecutivo tenga que avanzar en una política en el sentido de integrar un 
órgano que está llamado a cumplir un rol significativo en la política que hoy desarrolla el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y que en ese sentido requeriría que se contemplaran estos temas. 


Simplemente queríamos dejar esta constancia porque compartimos que esto no puede estar indexado a 
Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A continuación nos referiremos a los 
artículos 249 y 250 correspondientes al Inciso 23, Partidas a Reaplicar. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 249 incrementa a partir del Ejercicio 2014 -no en el año 2013- una 
partida que ya fue habilitada en oportunidad del dictado del Presupuesto Nacional, que es la dedicada 
a reestructuras y reorganizaciones administrativas. De esta manera, se refuerza esa partida en 
$ 100:000.000, y funciona de la misma manera que la que estaba establecida originalmente en el 
artículo 753, con un conjunto de limitaciones respecto a qué porcentaje del total de masa salarial del 
Inciso podía utilizar de la partida global asignada para toda la Administración Central. 


El artículo 250 autoriza a financiar con los excedentes que pudieran existir de aquellos objetos del gasto que 
se destinaban fundamentalmente al mínimo salarial, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7” de la Sección 
II, Funcionarios. Es decir que determina cómo financiar el componente estratégico que tiene que ver con 
algunos de los cargos de la carrera administrativa actual y futura, cómo suplementar los salarios de aquellas 
profesiones, habilidades o ocupaciones que ya sea por razones de escasez o de importancia estratégica para el 
Estado, deban separarse de lo que es la raíz común o columna vertebral de remuneraciones de la 
Administración Central. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero preguntar al profesor Apezteguía algo que se me pasó por alto cuando 
consideramos lo relativo a gastos de funcionamiento e inversiones del Inciso. Me llamó la atención la 
cifra que aparece en el ítem 282 del cuadro que figura en la página 147, referida a profesiones y 
técnicos, que es de $ 59:996.777, es decir, aproximadamente US$ 3:000.000. Esto seguramente debe 
tener alguna explicación, pero llama la atención sabiendo el cuerpo de recursos humanos profesionales 
y técnicos que el Ministerio posee. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Podemos buscar el detalle, pero básicamente se trata de todo tipo de 
consultorías que se realicen en cualquiera de las Unidades Ejecutoras del Ministerio y todo figura allí 
como gastos de funcionamiento. No se trata del salario de profesionales y técnicos del Ministerio sino 
de consultorías que el Ministerio contrata en distintos ámbitos. 


SEÑOR BEROIS.- Reitero que sabiendo la cantidad de recursos humanos y técnicos que tiene el 
Ministerio, esto llama la atención y quería saber a qué se refería. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Podemos buscar la lista que detalla a qué tipo de contrataciones corresponde 
cada uno de esos valores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me dicen las autoridades del Ministerio que se comprometen a hacer llegar 
un detalle a la Comisión, y en particular al Diputado Berois, respondiendo a su inquietud. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En Rendiciones de Cuentas anteriores eso figuraba en inversiones. Esos 
valores están vinculados a todas las contrataciones que se realizan en el marco de préstamos y, de 
acuerdo con las nuevas definiciones, aparecen reflejados allí. Entonces, si uno recorre la historia, se va 
a encontrar con un monto que anteriormente no figuraba en gastos de funcionamiento y ahora sí. 


SEÑOR GAMOU.- Cuando manejamos este tipo de cifras, US$ 3:000.000 suena muy fuerte, pero 
debemos tener en cuenta que estamos hablando de un PBI de Uruguay de US$ 47.000:000.000, de la 
recaudación de la DGI, y de un gasto del Estado de aproximadamente US$ 10.000:000.000. Por lo 
tanto, más allá de que esté en el rubro inversiones o gastos, si nos medimos por los parámetros 
internacionales, me parece que se trata de una cifra exigua. Con esto no quiero contradecir, ni mucho 
menos, a mi amigo el Diputado Berois, pero tomemos en cuenta las cifras siderales de las que estamos 
hablando. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera aclarar que antes había cuestiones que 
figuraban como proyectos de inversión, y que ahora tenemos una mejor documentación de qué es 
efectivamente inversión y qué otros componentes. Esos proyectos de inversión tienen distinto peso de lo 
que son contrataciones, asesorías, consultorías, en muchos casos, inclusive internacionales, para traer 
experiencias y ese tipo de cosas que son propias de los créditos de los que informamos habitualmente. 
Me refiero a créditos BID, Banco Mundial u otros organismos internacionales sobre los cuales tenemos 
previsiones presupuestales y se conoce su contenido. 


¿Cuál es el problema? Que las Unidades Ejecutoras del Ministerio de Economía y Finanzas 
fundamentalmente administran créditos de diseño de política, que no tienen que ver con operaciones o con 
hacer obras. Esas operaciones de crédito tienden a fortalecimientos institucionales y a la generación de 
capacidad. Entonces, es lógico lo que sucede cuando en su exposición uno condensa los pagos 
específicamente en el rubro correspondiente a consultorías. Adviértase que, entre otros, aquí están los pagos 
de consultorías de toda la elaboración de la Ventanilla Única de Comercio Exterior, que es un proyecto 
importante del Ministerio que, inclusive, involucra Unidades Ejecutoras diversas dentro de la Cartera. 
Después podemos darles el detalle -y la especificación de que se trata de consultorías y decirles cuáles son-, 
pero se trata de operaciones de crédito que están debidamente transparentadas, explicadas y a disposición de 
los señores legisladores, antes de su ejecución. Acá lo que estamos viendo son las partidas condensadas 
cuando ellas son ejecutadas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El señor Diputado Gamou hacía una referencia respecto del PBI. Yo quisiera 
aludir a ese monto con relación a los de ejecución de retribuciones personales de todo el Inciso en el 
año 2011. Frente a un crédito vigente de 3.822 millones, se ejecutaron 3.047 millones. Con una 
economía de 775 millones, estamos hablando de 60 millones en ese rubro. Es decir, la cifra no llega a 
ser el 10% de las economías y es del orden del 5% del total de retribuciones de un Ministerio que tiene 
la Dirección General Impositiva, la Dirección Nacional de Aduanas, la Contaduría General de la 
Nación, la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, la Dirección General de Comercio, el tribunal 
de la competencia, la Tesorería General de la Nación, la Auditoría Interna de la Nación, la Dirección 
Nacional de Catastro, o sea que estamos hablando de casi el 20% -o una cifra muy cercana- del total de 
funcionarios civiles de la Administración Central. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Correspondería ingresar a aspectos vinculados 
a Créditos Diversos, pero entendemos que la mayoría de estos artículos deberían ser explicados por la 
Presidencia de la República o por el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Deberíamos considerar el artículo 260, pero solicitaríamos a la Comisión hacerlo al final, conjuntamente con 
"Otras Disposiciones" porque, en la medida en que involucra a la CND, lo vamos a juntar con el último 
artículo del proyecto de ley sometido al Parlamento. 


Por lo tanto, pasamos a la Sección VII, "Recursos", artículos 261 a 289, 


SEÑOR SERRA.- Esta Sección recoge un conjunto de disposiciones de carácter tributario, algunas de 
las cuales podríamos clasificar como normas que disponen exoneraciones, otras que versan sobre las 
facultades de fiscalización de la Dirección General Impositiva, y algunas otras que introducen ajustes 
técnicos a las disposiciones en vigencia. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, comenzaríamos con las disposiciones que refieren a las facultades de 
la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR FERRERI.- Voy a hacer referencia a los artículos 264 a 266. 


El espíritu del artículo 264 es dar certeza jurídica y no realizar innovaciones. Entendemos que las potestades 
de la administración tributaria están más que claramente establecidas, específicamente, en el artículo 68 del 
Código Tributario, en lo que tiene que ver con la potestad de requerir información. En los tres o cuatro 
últimos años han aparecido algunas voces, sobre todo de algunos doctrinos, hablando en contra de la 
posibilidad de que la administración tributaria emita resoluciones de carácter general. Cabe recordar que la 


administración tributaria siempre ha emitido resoluciones de carácter general de diversa índole porque, 
además, le sería imposible administrar un sistema tributario si tuviera que emitir resoluciones para cada 
contribuyente y no pudiera hacerlo de forma general. Por eso este artículo establece la potestad de solicitar 
información de carácter general. Esta necesidad se acentúa, como ocurre en cualquier sistema tributario del 
planeta, dada la cantidad de contribuyentes que tiene que administrar la DGI al pasar de un sistema tributario 
basado únicamente en imposición a personas jurídicas a uno que también tiene imposición sobre personas 
físicas. Vale la pena recordar algún dato al respecto. 


En el año 2006, previo a la reforma tributaria, en nuestro país existían aproximadamente 170.000 empresas, 
de las cuales 11.000 representaban más del 85% de la recaudación total. Es decir que la administración 
tributaria podía focalizarse en la gestión de 11.000 empresas para controlar la enorme mayoría de los tributos 
que recaudaba. Luego del año 2007 y con la incorporación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, el 
número de contribuyentes creció de manera exponencial. En el año 2010, con relación al Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas y al Impuesto a la Asistencia de la Seguridad Social, las personas alcanzadas fueron 
450.000 y eran contribuyentes con saldo a pagar, pero la Administración tiene que gestionar 1:874.570 
contribuyentes que están alcanzados por estos impuestos. De todas maneras, como decíamos anteriormente, 
no todos tienen un saldo positivo a pagar. Esto hace que sea imprescindible que la Administración Tributaria 
tenga la potestad de seguir haciendo lo que hizo siempre, es decir, emitir resoluciones de carácter general. 
Esto pretende dar certeza jurídica al respecto. 


El artículo 265 también refiere a otra potestad que la Administración Tributaria siempre tuvo, que tiene que 
ver con la utilización de la fuerza pública para el desarrollo de sus cometidos. En este caso, entendíamos que 
era bueno dar certeza jurídica al respecto porque luego de que una ley le diera a la Unidad Reguladora y de 
Control de Datos Personales esta potestad, dentro de un artículo muy similar al artículo 68 del Código 
Tributario, algunos asesores de contribuyentes opusieron recursos frente a la Administración por decir que 
como en el artículo 68 del Código Tributario no estaba específicamente establecido, la Administración no 
podía hacer uso de la fuerza pública cuando hubiera riesgo para los funcionarios. Cabe recordar que esta 
potestad de hacer uso del auxilio de la fuerza pública está otorgada a diversos organismos en los casos en que 
existe riesgo para quienes realizan su tarea. 


El artículo 266 refiere a la sanción por contravención en lo que tiene que ver con errores u omisiones de 
carácter formal en cuanto a la emisión de la documentación. Tradicionalmente, la Administración Tributaria 
emitía sanciones por este concepto en cada comprobante en el cual se encontraba este error. Últimamente, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha fallado en contra de esta posición sosteniendo que la multa por 
contravención se puede cobrar solamente una vez frente a la recurrencia de este error o de esta infracción. Si 
tenemos en cuenta el monto de esta sanción, que ronda los $ 4.300, esto hace que los contribuyentes puedan 
optar -dada la baja materialidad de la misma- por incurrir en errores o infracciones formales porque el costo 
de la multa es realmente muy bajo. En los procesos inspectivos nos ha pasado de encontrar contribuyentes, 
personas jurídicas, que cometían errores o infracciones en cuanto a la documentación en decenas de miles de 
documentos y el costo o la sanción que puede aplicar la Administración es de $ 4.300. En este sentido, 
proponemos volver al criterio tradicional de la Administración Tributaria de poder imponer sanciones que 
sean de otra materialidad, siempre y cuando estén topeadas en cuanto a lo cuantitativo y también reguladas en 
cuanto a lo cualitativo, es decir, que haya criterios que regulen esta infracción, basados en el artículo 100 del 
Código Tributario. Dicho Código tiene aproximadamente diez parámetros por los cuales se debe graduar la 
sanción, entre los cuales está la reincidencia, la materialidad de los impuestos no volcados a la 
Administración por este error, etcétera. 


Estos son los tres artículos que tienen que ver con potestades de la Administración Tributaria. 


SEÑOR BEROIS.- En lo que hace al artículo 264, si bien no se utiliza la palabra "interpretación", 
creemos que lo que se está haciendo es interpretar el artículo 68 del Código Tributario al reconocer 
legalmente que las facultades de este último autorizan a la DGI a realizar determinados actos. 


Como decía el Director de la DGI, hay información jurídica con respecto a esto que no es malo tener en 
cuenta porque pone en duda las atribuciones de la DGI con respecto a algunos actos en sí. Hemos visto -esto 
no solo pasa ahora sino que lo hemos visto en otras Rendiciones de Cuentas y Presupuestos- que muchas 
veces se trata de ir modificando la legislación en base a antecedentes judiciales en los cuales la DGI ha 
perdido. Esto es realmente muy peligroso, porque yo entiendo que se deben hacer modificaciones legislativas 


con respecto al tiempo pero no con relación a los juicios que la DGÍ va perdiendo porque esto es chocar con 
la competencia de los Poderes del Estado. Esta es una actitud que se ha venido tomando en todas las Leyes de 
Presupuesto y con respecto a casos específicos; recuerdo dos o tres casos de este tipo en la de Rendición de 
Cuentas pasada. 


También consideramos totalmente desmedida la multa por contravención hasta mil veces lo previsto, como 
máximo -si no me equivoco, estamos hablando de una infracción de aproximadamente ciento ochenta mil 
dólares-, lo cual me parece desproporcionado con relación a lo que la infracción significa. 


Por otra parte, se puede dar perfectamente que si no se quiere proporcionar la información a la DGI quizás 
sea porque no se tiene. Esto se verá. Hay un principio general de derecho que marca que primero hay que 
probar que no se tiene la información para después sancionar. Me parece que en esto entramos en un terreno 
muy peligroso y puede llevar a interpretarse que la Dirección General Impositiva, con tal de cumplir bien con 
sus objetivos, está traspasando la línea de lo que es su cometido en cuanto a buscar la información que 
corresponde. Esto es una frontera, un hilo muy fino; queríamos dejar sentado nuestro punto de vista sobre 
este tipo de actitudes. 


En el artículo 266 se plantea otro tema que va en contra de lo que es la sentencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo en cuanto a que establece que cada documento en forma separada genera una 
contravención y, por lo tanto, una multa. El ejemplo más sencillo de esto -de repente estoy equivocado y 
quiero que me lo digan- es el caso de una libreta de facturas con cien unidades, donde todas las facturas 
tienen el mismo error; esto puede suceder, perfectamente. De acuerdo con la norma, habría una infracción en 
cada factura, por consiguiente, habría una multa en cada una de las fracciones y no con respecto a todo. Podrá 
decirse que se puso un tope en la multa, pero también entendemos que la misma es desmedida. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR FERRERI.- El señor Diputado Berois hacía referencia a dos cuestiones fundamentales. 
Cuando hablaba del artículo 264, decía que era peligroso que este tipo de artículos se pusieran en 
función de antecedentes judiciales. Para tranquilidad del señor Diputado, no hay ningún antecedente 
judicial ni administrativo que haya estado en contra de lo que establecemos en el artículo 264. 


Con respecto a la materialidad de la infracción que establece el artículo 266, cabe recordar que hoy la cota de 
esta infracción es $ 4.300. Nosotros podríamos decir -como comentaba acertadamente el señor Diputado 
Berois- que la cota máxima ahora es de US$ 180.000, pero no podemos decir que es mucho o poco este 
límite porque tenemos que contrastarlo contra la materialidad de las infracciones que se constatan, las cuales, 
a priori -antes de realizar una inspección-, no conocemos. Entonces, estas sanciones deben ser aplicadas en 
forma gradual, teniendo en cuenta, entre otras cosas, la materialidad del perjuicio que se ocasiona a la 
administración tributaria, en definitiva, a la sociedad en su conjunto y la reincidencia o el no adecuar la 
situación a la formalidad en función de las observaciones que realiza la administración tributaria. Si 
encontramos diez facturas que tienen mal el pie de imprenta en una pequeña empresa que factura $ 20.000 
por mes, obviamente, la sanción deberá estar graduada en función de eso. Si encontramos millones de 
facturas de una empresa que factura millones de dólares por mes, generando un perjuicio mucho mayor, la 
sanción deberá estar graduada en función de ello. 


Además, teniendo en cuenta la sentencia del TCA en la materia -y en línea con ello-, este artículo viene a 
imponer restricciones a la administración tributaria precisamente en lo que tiene que ver con la cota máxima. 
Anteriormente, no existía cota máxima en este tipo de sanciones; ahora la estamos fijando en el entorno de lo 
que manifestaba el señor Diputado. A su vez, se hace explícita referencia a que debe estar graduado por todos 
los parámetros en lo que tiene que ver con lo cualitativo, establecidos en el artículo 100 del Código 
Tributario. 


SEÑOR SANDER.- Hace casi nueve años que no ejerzo como contador y soy de la teoría de los 
uruguayos antiguos: de las garantías. 


Si algo reconozco de estos dos Gobiernos del Frente Amplio, es la capacidad que han tenido para mejorar la 
recaudación, y eso se plasma en que tenemos el mayor presupuesto en la historia del país; también hay que 
destacar la baja en la evasión. 


Creo que ya hay herramientas para lo que decía el señor Director General de Rentas, para esas personas que 
defraudan en millones; allí hay evasión y no es una falta normal. Me parece peligroso exagerar con las multas 
porque en este país -no sé cuántas empresas hay ahora-, de 170.000, había alrededor de 11.000 grandes 
empresas; las demás, serían pequeñas o micro empresas, y eso es lo normal en el mundo. Uno ve por ahí 
micro empresas que, en general, son más grandes que las nuestras. 


Me afilio a la teoría de no dar tantas potestades -o más de las que tiene- porque la recaudación viene en línea 
con lo que ha planificado el Gobierno. Esta es una opinión personal porque no he podido hablar con nadie 
que entienda un poco más en la materia. Prefiero que no se fije este tipo de multas o que, por lo menos, 
hubiese una escala de graduación a partir de ese mínimo de $ 4.300, que ahora es un máximo. Si esto se 
mantiene así, lo votaría negativamente. 


SEÑOR GAMOU.- Debo confesar que no soy contador, abogado ni escribano, pero tengo algún añito 
más del que quisiera. 


En primer lugar, quiero manifestar que no comparto una apreciación del señor Director General de Rentas 
con respecto a que estos artículos no están hechos por alguna cuestión judicial; puedo compartir que no es 
este el caso. Pero yo, que tengo una concepción no estática del Derecho sino progresista, digo que se hace 
camino al andar; el Derecho hay que adaptarlo a las nuevas modalidades que van surgiendo. 


Cuando yo era hace poquitos años muy joven, y trabajaba en una empresa haciendo contabilidad, con una 
vieja máquina Friden -que algunos no conocen-, el único problema que podíamos tener era algún cheque 
devuelto, pero no existían las tarjetas de crédito ni evasiones de otro tipo. Luego, el Derecho se fue 
adaptando a las nuevas modalidades de estafa. Entonces, creo que debemos mantener una concepción 
progresista del Derecho, de modo de adaptar las normas a las nuevas modalidades que se van a ir dando. 


Ni qué hablar cuando hace poquitos años yo trabajaba en aquella empresa, que estaba Internet, las estafas 
internacionales y los jaqueos de cuentas bancarias. 


En segundo término, me alegro que esté acá no solo el señor Director General de Rentas sino también su 
antecesor porque, en definitiva, uno a veces no tiene la oportunidad como uruguayo -en este caso como 
parlamentario- de agradecer la labor que junto a sus equipos de asesores y de funcionarios han hecho. Acá 
nadie puede poner en duda la eficiencia en la recaudación -que tiene que ver con el costo- ni la eficacia. 
Permanentemente, hemos visto cómo la recaudación de la Impositiva es superior al crecimiento del Producto. 
Ahora bien, eso tiene una parte positiva pero otra parte en la que debemos tener cuidado. 


De la misma forma que hace unos días, cuando hablábamos de la pobreza extrema, el señor Ministro nos 
decía que eliminarla requiere aproximaciones mucho más personales, en el tema de la evasión fiscal -no soy 
técnico en el tema-, creo que cuando bajamos de un cuarenta a un catorce o un quince, combatirla cada vez 
más requiere de un instrumental de herramientas más sofisticadas. Además, quiero decir que cada vez que 
acá, el Ministerio de Economía y Finanzas -en las Rendiciones de Cuentas y en los Presupuestos- nos solicitó 
herramientas para combatir la evasión fiscal, siempre hubo peros; se habló de la privacidad, etcétera. Mi 
concepción es que el tema fiscal también es un contrato social; uno tiene la obligación de tributar y derecho a 
percibir. 


Por lo tanto, me parece que un contrato social sin un sistema coercitivo y que permita controlar, es absurdo. 
Ha habido experiencias en el país con proyectos de reforma fiscal espléndidos, pero que eran prácticamente 
imposibles de controlar. 


En tercer lugar, puede parecer medio fuerte US$ 180.000 de multa, pero me dijeron -yo no pude leer hoy la 
prensa- que una cooperativa tuvo que arreglar por US$ 25:000.000. Entonces, la pregunta que me hago es: 
¿Pagar una multa de $ 4.300 o de $ 5.000 y embolsarse US$ 25:000.000? Bueno creo que tiene que haber una 
coerción. Tengámoslo claro. Yo soy un fumador, y no fumo en lugares públicos porque hay una multa de 

$ 26.000. 


En cuarto término, el artículo establece que por cada factura hay que fijar una sanción. Discrepo radicalmente 
con el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Entonces, iríamos en contra del derecho penal, porque la 
reiteración real no existe. De esta manera, a un loco que sale a violar o a rapiñar una noche y se manda diez o 


quince violaciones o rapiñas, lo condenamos por una sola. Eso es reiteración real. Me parece que en este caso 
tenemos que actuar con un poquito de sentido común. 


Termino diciendo que cada vez que venga la Dirección General Impositiva a solicitarme herramientas para 
seguir cerrando el círculo fiscal y asegurando que el contrato social fiscal se cumpla, yo se las voy a dar. Me 
llama poderosamente la atención que cada vez que acá se plantea alguna cosa, como por ejemplo, que se va a 
pedir la cédula, no entra el tema de la privacidad, pero cuando vamos a buscar al que está embromando a 
todos los uruguayos... Tengamos claro que cuando uno no paga impuestos hay otros que lo pagan, y 
generalmente son los más débiles. Yo les voy a dar todo el instrumental. Y diría que hasta se quedaron un 
poquito cortos, porque a mí me gustaría, algún día, ver que además de esa multa enorme hubiera prisión 
porque, en definitiva, se está cometiendo un delito, porque una cosa es el que va y roba y pone la cara y otra 
el que se hace el "loqui”. 


(Murmullos.- Interrupción de la señora Diputada Pereyra) 


———Ah sí, ahí tendríamos un problema. ¿Pero qué causa mayor alarma pública, un señor que evade 
US$ 25.000.000 o uno que salió y manoteó una cartera? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la Presidenta de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, señora Adriana Rodríguez. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A cuenta de que continúa el análisis y el 
tratamiento de estos artículos, quisiera hacer una precisión conceptual, apartándome del problema de 
la evasión y situándome en el de las infracciones que ocurren en la realidad económica, respecto a lo 
que son las normativas y exigencias que la Administración impone. 


Que algo sea una infracción y por tanto de menos gravedad que un acto de defraudación o evasión no implica 
que las formalidades y el incumplimiento de las formalidades sea un hecho menor. Si nosotros permitiéramos 
que el precio de no cumplir con las formalidades fuera excesivamente bajo, estaríamos hiriendo, 
probablemente de una manera muy grave, al sistema tributario y a la administración tributaria en particular, 
porque el cuidado por las formalidades es el cuidado por la vigencia del Estado de derecho. El Estado obliga 
por una razón y las formalidades para algo están. Y si el costo de incumplir con una obligación formal es 
muy bajo, estamos alentando a que no opere como limitante esa penalización de la infracción, y aceptando 
sin límite cuando el precio de la infracción es muy bajo. Estamos aceptando que no vamos a desestimular el 
hecho de que se cumplan las formalidades. Yo creo que para una administración tributaria esto es un 
problema que quizás no se manifieste demasiado en la recaudación hoy, pero sobre un sistema que la señal 
consiste en admitir que la ausencia de formalidad es un hecho de bajo costo, la lesión que puede tener hacia 
el futuro puede ser tremendamente importante. Por supuesto que lo que está tratando de hacer la 
Administración en este caso es ponerse un límite, pero que ese límite le permita en tanto representante de la 
sociedad y del valor de las exigencias, poder cuantificar cuál es el valor de una irregularidad administrativa. 
Probablemente haya otras formulaciones distintas a la actual, a la que se está proponiendo. A nosotros nos 
gustaría poder escuchar alternativas. Lo que no puede ser es que banalicemos completamente el 
cumplimiento de formalidades. Si lo volvemos trivial y lo consideramos un problema menor porque la 
recaudación viene bien hoy, nos podemos olvidar del problema que significan las formalidades. Esto no es 
que la recaudación vaya bien hoy sino que el sistema tributario funcione como un sistema de garantía y 
debidamente estructurado y organizado por el Derecho. Finalmente, las exigencias formales son parte de 
nuestro derecho, se emiten como normas jurídicas que tienen valor, y el incumplimiento de esas normas 
jurídicas en lo que tiene que ver con aspectos de cumplimiento de obligaciones tributarias, no es un tema 
menor. 


En este caso no estoy planteando ninguna valoración respecto al límite cuantitativo establecido. Lo que estoy 
diciendo es que un límite cuantitativo muy bajo, como es la interpretación del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, lesiona seriamente la capacidad del sistema tributario en cuanto a que las formalidades 
operen como restricciones verdaderas al cumplimiento de reglas que para algo se establecen. 


SEÑOR ASTI.- Tanto el señor Ministro como el Diputado Gamou hicieron referencia al Estado de 
derecho. Obviamente, de acuerdo con normas constitucionales, los ciudadanos estamos obligados a 


hacer solamente lo que la ley nos obliga. A "contrario sensu" las entidades públicas solo pueden hacer 
lo que la ley les habilita. En este caso, algunos de los artículos que estamos tratando van a profundizar, 
o por lo menos establecer, las condiciones en que ese Estado de derecho obliga a las personas o autoriza 
a las Administraciones públicas a actuar. 


En el artículo 264 que refiere a informaciones que se puedan requerir mediante resolución fundada del 
organismo sobre las formas de controlar el cumplimiento de determinas obligaciones tributarias -el Director 
de la Dirección General Impositiva ponía como ejemplo el Impuesto a las Rentas a las Personas Físicas y la 
búsqueda de elementos que permitan controlar, más allá de que no hay, al igual que para las personas 
jurídicas o para las empresas otro tipo de controles-, lo que se está solicitando es la autorización de requerir 
datos a terceros. En diversos ámbitos -inclusive en este Parlamento- se ha planteado si eso no violaba 
disposiciones establecidas en la Ley N* 18.331, que refiere a la protección de datos personales. Esta ley tiene 
como antecedente la Ley N* 17.838 y diversas normas posteriores a la misma, a través de las cuales se 
autorizaba a la Dirección General Impositiva a dejar de lado la protección de datos personales cuando eran 
requeridos dentro del secreto tributario por dicha Dirección. Inclusive, tanto en el Presupuesto 2005 como en 
la reforma tributaria, se volvió a plantear este tema. 


Lo que sucede es que la Ley N* 18.331, que actualizó toda la temática de protección de derechos 
individuales, por ser posterior, no incluyó estas modificaciones que la Ley de Presupuesto y la reforma 
tributaria, Ley _N? 18.083, establecieron, con la salvedad de que no eran atribuibles esas limitaciones a la 
Dirección General Impositiva. 


Creemos que en este caso no estamos innovando sobre la protección de derechos individuales, sino, 
volviendo a la situación anterior, antes de aprobarse la Ley N* 18.331, a la vista de que ya otros Diputados lo 
han planteado, destaco la necesidad de ir actualizando permanentemente la normativa legal al respecto. 


Estos temas son invocados por la defensa en los casos de actuación de la inspección de la Dirección General 
Impositiva. Se ha dicho acá que no podemos arreglar por ley los fallos de la Justicia, y entiendo exactamente 
lo contrario. Seguramente, el fallo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que fue citado, se basó en 
la falta de normativa, porque los organismos públicos solo pueden hacer lo que la ley los autoriza. 


En este caso, si no están autorizados a aplicar la contravención por factura y no en el total de una libreta, de 
cien o de mil, realizadas en un día, necesitan una norma legal que habilite ese contralor. Es importante tenerlo 
en cuenta, porque en ello radica toda la gradualidad que establece el artículo 100 del Código Tributario. 
Entonces, para el caso de los artículos 264 y 266, que ya habla de la gravedad del incumplimiento, podríamos 
trabajar conjuntamente con la asesoría tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Dirección 
General Impositiva para encontrar una redacción que deje claro la gradualidad y que se va a aplicar, que no 
es novedoso, porque, inclusive, la contravención por mil veces ya rige para algunas otras sanciones. 
Preguntamos a los funcionarios de la Dirección General Impositiva si alguna vez se había aplicado la multa 
de mil veces por contravención, establecida en el artículo 95 del Código Tributario, y nos dijeron que no. Es 
decir, no nos tenemos que asustar por poner este tope como máximo. 


Entonces, en estos dos artículos, se podría establecer la gradualidad de las sanciones basados en los preceptos 
claramente establecidos en el artículo 100 del Código Tributario, con el tope máximo de multa de mil veces 
por contravención establecido en el artículo 95 del Código Tributario. Sería una nueva redacción, que diría lo 
mismo que establecen estos artículos, pero aclarando el concepto de gradualidad, que tiene, como dijo muy 
bien el Director General de Rentas, como tope el máximo previsto en el artículo 100. 


Por su parte, el artículo 265 prevé el auxilio de la fuerza pública. Todos estamos acostumbrados a ver 
distintos procedimientos de organismos públicos, además de la Dirección General Impositiva, acompañados 
por la fuerza pública para, entre otras cosas, proteger la integridad de los funcionarios, porque, además, las 
inspecciones no son fáciles. Por ejemplo, hemos visto a los inspectores de tránsito acompañados por la 
Policía cada vez que controlan la alcoholemia. 


El objetivo de este artículo es habilitar a la Dirección General Impositiva para que pida la intervención de la 
fuerza pública, para que después no se diga que no está explícitamente determinado que pueda actuar la 
Policía, simplemente, como apoyo, ya que no se va a violar ninguna norma, entre otras cosas, porque la 
Policía no lo aceptaría. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- A mi juicio, el artículo 264 no es una interpretación del artículo 58, sino una 
ampliación de las facultades de la Dirección General Impositiva. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


——-A mi entender, el artículo 58 está claramente circunscripto a las actividades inspectivas de la Dirección 
General Impositiva. Tanto es así que establece sanciones por incumplimiento y, además, que estas situaciones 
no estén comprendidas dentro de la Ley N* 18.331. 


Entonces, este artículo legaliza una práctica que ya lleva adelante la Dirección General Impositiva y que ha 
sido objetada, que es el pedido de información a los clubes deportivos, a los colegios privados, a las 
universidades privadas y ahora también se ha anunciado a la Universidad de la República en el caso de 
posgrados. Quiero dejar constancia de esto, porque se han votado varios artículos en distintas normas que 
implican, cada vez más, una ampliación de las facultades de la Dirección General Impositiva, y esto es una 
nueva ampliación, que legaliza actuaciones de dudosa legalidad que lleva adelante la Dirección General 
Impositiva desde hace un tiempo. 


SEÑOR FERRERI.- Entendemos que el artículo no es constitutivo sino declarativo, porque 
precisamente habla de potestades que siempre tuvo la administración tributaria. Las principales 
críticas refieren a lo que tiene que ver con emitir resoluciones de carácter general. Nadie ha objetado 
que la administración tributaria pueda pedir, en casos particulares, datos 


La administración tributaria siempre ha emitido resoluciones de carácter general pidiendo información. Por 
ejemplo, la Resolución 393, de 1998, establece que los contribuyentes del Impuesto al Patrimonio de las 
Personas Físicas deben informar pasivos financieros, individualizando al acreedor en todos los casos; la 
Resolución 688, de 1992, que tiene que ver con las formalidades de documentación de operaciones y toda la 
información vinculada con las imprentas autorizadas a imprimir documentación fiscal; la Resolución 398, de 
1998, que refiere a los servicios de publicidad, propaganda u organización de eventos promocionales, que 
dice que siempre hay que informar el detalle y adjuntar comprobantes emitidos por los prestadores de los 
servicios para tener información de carácter general con respecto a los prestadores de servicio de publicidad; 
la Resolución 583, de 2002, que establece para los tenedores de trigo la obligación de presentar declaraciones 
juradas de existencias, así como entradas y salidas del mes, identificando al proveedor o cliente y volumen 
para cada operación -esta también es una resolución con información de carácter general-; la Resolución 602, 
de 2002, con respecto a solicitud de crédito de exportadores, que dice que se solicita el deber de informar en 
forma discriminada todos los proveedores de los exportadores que solicitan certificados de crédito; la 
Resolución 728, de 2005, con respecto a todos los contribuyentes gestionados por la División Grandes 
Contribuyentes de la Administración Tributaria, se les exige, en carácter general, entregar información 
mensual de todas las compras de plaza, exentas y gravadas, y ventas a contribuyentes, es decir, todas sus 
compras y todas sus ventas. 


La resolución N* 577, del año 2006, con respecto a las administradoras de tarjetas de crédito, exige con 
carácter general la obligación de informar sobre sujetos activos del crédito. 


Por su parte, la resolución N* 68, del año 2009, exige proporcionar información por parte de los 
contribuyentes CEDE que sean notificados, de todas las compras de plaza exentas y gravadas y de todas las 
ventas que realizan a contribuyentes. 


Así podría seguir con más ejemplos de los últimos veinticinco años donde la Administración Tributaria 
siempre ha pedido información con carácter general. Creo que está muy bien que sea así, porque si no, sería 
imposible que dicha Administración gestionara un sistema tributario. 


Esta no es una postura de la Administración Tributaria uruguaya ni de los últimos días. Me gustaría citar a un 
doctrino español de primer nivel. Me refiero al doctor Fernando Sainz de Bujanda que en el Tomo V de 
"Hacienda y Derecho" del año 1967, reflejando esta necesidad fundamental de la Administración Tributaria 
decía: En un sistema de gestión tributaria en masa, en el que son los contribuyentes los encargados de la 
aplicación de los tributos, declarando la realización de hechos imponibles, calificándolos con arreglo a la 
norma tributaria, cuantificando el importe de la deuda que a ellos corresponde y, en fin, ingresando su 
importe en las arcas públicas, la información en poder de la Hacienda Pública se torna en la única 


herramienta con la que la Administración puede contar para verificar si esa actuación de los administrados se 
ha realizado o no con arreglo a Derecho. 


Entonces, nos parece más que claro cuál ha sido el accionar durante las últimas décadas en cuanto a los 
pedidos de información con carácter general de la Administración Tributaria y de la absoluta necesidad de 
poder hacerlo. 


Con respecto al límite que se comentaba sobre el artículo N* 266 de la Contravención, también me gustaría 
razonarlo por la inversa. Quizás este límite que se pone el Estado en este artículo, en algunos casos, pueda ser 
muy bajo, más aun teniendo en cuenta lo manifestado por el señor Ministro de Economía y Finanzas respecto 
a lo fundamental de tener apego por las formalidades exigidas. 


Hoy, nuestro país se encuentra en una transición del sistema de facturación soportado en papel a un sistema 
soportado por elementos digitales y electrónicos. Por lo tanto, la Administración está perdiendo un elemento 
de control que es verificar los documentos de papel físico. Por ello, si no tenemos formalidades en los 
documentos electrónicos que deban ser respetados -no respetarlos cuesta $ 4.300-, significa entrar en un área 
de incertidumbre absoluta con respecto a la liquidación de los tributos que corresponden. Esto, claramente, 
pone en una situación de indefensión a la sociedad en su conjunto con respecto a la financiación de los 
servicios públicos. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Hay algo que no entiendo: si hace veinticinco años que la Dirección General 
Impositiva pide informaciones de carácter general, supongo que lo ha hecho al amparo de la ley. 
Entonces, no entiendo cuál es el fundamento de que se incluya este artículo. Yo creo, y reitero, que en el 
fondo aquí lo que se está escondiendo es la facultad de la Dirección General Impositiva de pedir 
información a determinadas instituciones respecto de terceros, y no como las resoluciones que acaba de 
leer el Director General de Rentas, que están referidas a contribuyentes o a eventuales contribuyentes. 
Este no es el caso que yo mencionaba cuando me referí a instituciones deportivas, colegios y 
universidades. 


SEÑOR FERRERI.- Simplemente, quería comentar a la señora Diputada Piñeyrúa que, justamente, en 
los últimos dos, tres o cuatro años han surgido algunas voces diciendo que lo que la Administración 
Tributaria ha hecho en las últimas décadas, no lo puede hacer. Entonces, atendiendo a este problema 
nos parece bueno tener certezas jurídicas que estén dadas por la normativa vigente. De eso se trata en 
este caso. 


Ahora bien, respecto a la posibilidad de pedir información a quien no es el contribuyente, es la primera vez 
que escucho opiniones en contra de solicitar información a terceros. El artículo 68 y el Código Tributario en 
su conjunto marcan claramente -y tiene una definición técnica ajustada a la mejor doctrina en la materia- 
cuándo estamos hablando de sujeto pasivo. Por ejemplo, en el artículo 16 del Código Tributario y sus 
subespecies, como lo que tiene que ver con el contribuyente en el artículo 17 y responsables en el artículo 19. 
Cuando el Código, en su artículo 68, menciona a terceros, no existe absolutamente ninguna duda de que se 
refiere a sujetos que no son parte de la relación jurídica tributaria. Es decir que queda absolutamente claro - 
no ha habido voces en contrario- que la Administración Tributaria puede pedir información a terceros. Es 
más: de lo contrario volveríamos a una situación en que la única información que se debería de brindar es la 
que entendieran conveniente los contribuyentes auditados, por lo cual la posibilidad de liquidar impuestos 
sería nula. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En general, la Dirección Impositiva, en uso de 
las facultades otorgadas por toda la normativa vigente, solicita información para realizar la labor que 
tiene que llevar adelante. La normativa tributaria le ha permitido emitir normas de carácter general 
en el pasado; recientemente, algunas interpretaciones pretenden poner en duda si efectivamente esto 
estaba consagrado legalmente 


Entonces, se genera una suerte de duda. Pero vamos a ser precisos: existiendo la duda, lo que corresponde, en 
primer lugar, es discutir sobre qué alcance queremos que tenga esa potestad de la Dirección General 
Impositiva. No solo tenemos muchos más contribuyentes, sino que hoy tenemos muchas más relaciones de 
cada contribuyente con terceros, o sea que el número, la variedad y la diversificación de transacciones hacen 


que si no le diéramos potestades para gestionar concretamente un Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, no estuvieran consagradas y tuvieran que ir uno a uno de los contribuyentes del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas para poder controlar y acceder a la información necesaria para cumplir con sus 
funciones, estaríamos virtualmente diciendo que le estamos quitando toda posibilidad de ejercer cabalmente 
la función que se le ha solicitado a la Administración Tributaria. 


Hace algún tiempo se comunicó en alguna Comisión del Parlamento -creo que del Senado- que la Dirección 
General Impositiva realiza un número de inspecciones anuales que no llega a dos mil. Imagínense que en el 
concierto de las empresas relevantes del país, ese número de empresas es un riesgo de ser inspeccionados, 
pero para gestionar impuestos como el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, si nosotros no tenemos 
posibilidad de simplificarle la labor de acceso a la información, simplemente, lo que estamos diciéndole es 
que como no puede hacerlo otro, estamos reconociendo cabalmente que los mecanismos de fiscalización y de 
acceso a la información para realizarla no están disponibles. 


Lo que no podemos hacer es haber creado un Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, y, al mismo 
tiempo, generáramos a la Administración Tributaria, una situación en la que por vía de los hechos y en el 
estado actual de la tecnología y de la acumulación de información le decimos: "Usted, carece de instrumentos 
por los cual pueda hacer de manera fácil el trabajo que le encomendamos". ¿Qué va a pasar? Sería casi una 
forma indirecta de derogar lo que es ley, la existencia y la capacidad de fiscalización del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas. 


Como nosotros propusimos, impulsamos, logramos aprobar la ley que crea el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, entendemos que el artículo 264 es absolutamente esencial para asegurar -sin violar nada de 
lo que se ha violado históricamente y haciendo exactamente lo mismo que se ha hecho en otras realidades, en 
otros sujetos y en otras relaciones tributarias- una normativa que permita acceder a información. ¿Para qué? 
No es para acumular información inútil para la verificación de los cumplimientos de las obligaciones 
tributarias. Es para obtener información útil para verificar el cumplimiento de obligaciones tributarias. ¿Cuál 
es la institución del país que sabe qué información es útil para verificar si se está cumpliendo con la 
información tributaria? No puede ser otra que la administración especializada. 


Si queda cualquier duda, esta norma lo va a solucionar, no va a haber más problemas y no va a ocurrir nada 
que no sea lo que ha pasado siempre. Lo que pasa es que ahora tenemos un impuesto que agrega equidad al 
sistema tributario, que ha sido una innovación fundamental del sistema tributario y que necesita que opere 
como siempre la realidad del tipo de normas que puede emitir la Dirección General Impositiva para operar en 
esta materia. 


No podemos, por vía indirecta y generando dudas sobre esto, decir a los contribuyentes que el único 
mecanismo de verificación de información al que accede para controlar el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas la Dirección General Impositiva es pedir cada uno de los comprobantes y los elementos 
verificatorios. ¡Sería absurdo, simplemente, absurdo! ¡No tendría sentido! 


Entonces, como no puede ser que hayamos hecho una reforma tributaria en que sea absurda la posibilidad de 
fiscalización del principal impuesto que se introduce en el sistema, estamos planteando esta norma. 


SEÑOR SANDER.- El año pasado, durante la Rendición de Cuentas, contamos con un hermoso librito 
de la DGI sobre la recaudación del año 2010 y la presión fiscal. Hace varios días se lo estoy pidiendo a 
la Secretaría de la Comisión, pero este año no lo recibimos. 


SEÑOR FERRERI.- Es bueno satisfacer los pedidos de los señores Diputados lo más rápidamente 
posible: el informe ya está colgado en nuestra página web. 


SEÑOR GAMOU.- Voy a ser breve porque había prometido no hablar más. 


No sé si quedó claro en mi anterior intervención que estoy a favor de estos artículos, pero quiero agregar algo 
que es muy importante. Como parlamentarios de hoy, brindamos este instrumental a la Dirección General 
Impositiva, y si mañana hay algún tipo de abuso, llamaremos al Ministro de Economía y Finanzas y le 
haremos saber que no está actuando bien. 


Cuando desde Estado se cometen abusos, hay responsabilidades políticas y penales, pero la Dirección 
General Impositiva no es la única que da datos sin el permiso del contribuyente. Sin embargo, nunca escuché 
-cuando tiré la bronca me quedé solo- que debamos prohibir el Clearing de Informes, que es un banco de 
datos privado. Ahí nadie consiente que anden dando informes. Cuando estamos hablando de que es un banco 
de datos y una información que solicita el Estado para hacer cumplir nada más y nada menos que el contrato 
social, al que todos nos comprometemos por el hecho de haber nacido en Uruguay, resulta un poco 
hemipléjico quejarse de estas potestades que queremos dar a la Dirección General Impositiva y no del 
Clearing de Informes, cuyos clientes, seguramente, hayan defraudado alguna que otra vez y estén 
endeudados. Ahí no hay control de tipo alguno. Y peor aun: desde el Parlamento, no podemos llamarlos para 
preguntarles si cometen excesos. 


Por lo tanto, mientras este tipo de bancos de datos y esta capacidad de pedir información esté en manos del 
Estado, del Poder Ejecutivo, al cual podemos llamar a consultar y -si corresponde- sancionar desde el Poder 
Legislativo, estoy absolutamente tranquilo. Si vamos a criticar a la Dirección General Impositiva ¿por qué no 
hablamos del Clearing de Informes? Yo estoy a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está repartiendo el artículo 469 de la Ley_N” 17.930 a que se hacía 
referencia anteriormente, con la redacción dada por el artículo 68 de la reforma tributaria sobre la 
exclusión de la Dirección General Impositiva de las obligaciones de reserva que preveía la anterior Ley 
de Protección de Datos, la N* 17.838. 


SEÑOR IBARRA.- Escuché atentamente los planteos sobre los artículos 264 y 266 y estoy de acuerdo 
totalmente en que se fijen determinadas multas. Gracias al incremento en la recaudación, que tiene 
más de siete años, hemos tenido la posibilidad de contar con recursos. Por ejemplo, para esta 
Rendición de Cuentas, tenemos recursos genuinos, un espacio fiscal de US$ 140:000.000, que proviene 
del incremento de la recaudación de la DGI y del Banco de Previsión Social. Por lo tanto, estoy de 
acuerdo con la redacción de estos artículos. El artículo 265 brinda respaldo a los funcionarios de la 
Dirección General Impositiva. Sin embargo, me parece que no hubo respuesta a un planteo del 
Presidente de la Comisión y del señor Diputado Sander en cuanto a incluir la gradualidad para los 
artículos 264 y 266. Si hay acuerdo, sería un gran avance porque significaría reformular la redacción 
del artículo y contaría con un gran apoyo. 


SEÑOR FERRERI.- Entendemos que la gradualidad está dada por la remisión al artículo 100 del 
Código Tributario, pero haciendo lugar al planteo de los señores Diputados, estamos abiertos a 
corregir la redacción y la enviaremos en los próximos días para que la gradualidad de la sanción quede 
más explícita. 


El artículo 270 tiene que ver con la Auditoría Interna de la Nación y la entrega de información de la Auditoría 
a la Dirección General Impositiva. Refiere a la posibilidad de que, en caso de incumplimiento de la 
obligación de suministrar la información contable y los balances, la administración tributaria pueda 
suspender la vigencia de los certificados anuales de los contribuyentes que hubiera expedido. Esa sería una 
forma de incrementar el nivel de cumplimiento en la entrega de la información que compete a la Auditoría 
Interna de la Nación. 


SEÑOR SERRA.- Continuando con el esquema de exposición que se proponía, pasaremos a relacionar 
una serie de artículos vinculados con exoneraciones. 


El artículo 261 del proyecto recoge una aspiración generalizada de los partidos políticos en cuanto a la 
exoneración de aportes patronales a las contribuciones especiales de seguridad social. De esta manera, los 
partidos políticos pasan a quedar asimilados en la materia al tratamiento tributario que tienen las instituciones 
culturales. 


El artículo 262 del proyecto refiere a la Ley_N” 18.597, que declara de interés nacional el uso eficiente de la 
energía en todo el territorio nacional. Esta norma creó un patrimonio de afectación, un fideicomiso 
denominado "Fideicomiso Uruguayo de Ahorro y Eficiencia Energética", pero no tuvo en cuenta 
disposiciones de carácter exoneratorio, como suelen tener este tipo de fideicomisos. Entonces, lo que estamos 


proponiendo es incluir disposiciones que exoneren a este fideicomiso del Impuesto a la Renta, del Impuesto 
al Patrimonio y del Impuesto al Valor Agregado. 


El artículo 263 viene a dirimir un diferendo que había entre la administración tributaria y el Gobierno 
Departamental de Montevideo en cuanto a la actividad que desarrollaba la Comisión Administradora del 
Mercado Modelo en lo que refiere a las actividades de administración. Lo que propone este artículo 
proyectado es que la actividad que realiza la Comisión Administradora del Mercado Modelo en el marco del 
literal c) numeral 29 del artículo 35 de la Ley N* 9.515 no es de carácter comercial o industrial y, por lo tanto, 
está comprendida en la inmunidad tributaria del Estado. 


El artículo 268, si bien no es una norma de carácter exoneratorio, está vinculado a otra de carácter 
exoneratorio referida al Impuesto al Valor Agregado. Establece al Poder Ejecutivo la facultad de otorgar un 
crédito fundamentalmente a los explotadores agropecuarios contribuyentes del IMEBA y a computar un 
crédito fiscal por el Impuesto al Valor Agregado incluido en los servicios de siembra, fertilización y 
aplicación de productos químicos. Más adelante vamos a explicar por qué es necesario correlacionar esta 
norma con la referida a la exoneración del Impuesto al Valor Agregado. 


SEÑOR SANDER.- ¿Hay un valor estimado de ese beneficio, de la renuncia que se hace? 


SEÑOR SERRA.- Como decíamos, esta norma hay que correlacionarla con la referida a la 
exoneración del Impuesto al Valor Agregado -artículo 281 del proyecto- que refiere a los servicios 
agrícolas. El literal f) del numeral 2 del artículo 19, Título 10, determinaba que estaban exonerados del 
Impuesto al Valor Agregado los servicios realizados por empresas registradas ante la autoridad 
competente para la aplicación de productos químicos, siembra y fertilización destinados a la 
agricultura. Originalmente, esta exoneración estaba acotada a la aeroaplicación. En la ley de reforma 
tributaria se amplió a la aplicación terrestre, lo que generó algún problema. Y a solicitud de la Cámara 
que nuclea a los prestadores de servicios agrícolas estamos eliminando la exoneración del Impuesto al 
Valor Agregado para que esto no se constituya en un costo de la actividad agropecuaria. En 
consecuencia, si correlacionamos las dos normas, el costo del crédito fiscal se compensa con esta otra 
disposición, y tiene una renuncia fiscal de cero peso. 


El artículo 269 del proyecto faculta al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto al Valor Agregado a las 
retribuciones personales correspondientes a los espectáculos realizados por artistas no residentes en la 
medida que tengan una trascendencia cultural que lo justifique. Para que se pueda exonerar del Impuesto al 
Valor Agregado a estas representaciones artísticas, es necesario que el evento sea declarado de interés 
nacional. El inciso primero de este artículo busca regular la renta que generan estos artistas. En consecuencia, 
la renta que se llevan al exterior por su representación artística en el territorio nacional se imputa como renta 
del trabajo. De esta manera, se busca cerrar la posibilidad a que la representación artística tenga diferentes 
vertientes, ya sea que responda a derechos de imagen o arrendamientos de equipos tecnológicos; todo se 
imputaría a la renta del artista. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Cómo están reguladas las actividades del mismo tipo cuando los artistas son 
residentes, son nacionales? ¿Cómo se grava la misma actividad realizada en el mismo lugar, pero por 
un conjunto, un cantante, un actor uruguayo y residente? ¿Tiene el mismo tratamiento o es diferente? 


Queda claro que si es nacional no va a tener la posibilidad de una exoneración; parece que esto apunta 
exclusivamente a los espectáculos que llegan al país. Pero el artículo dice que el Poder Ejecutivo podrá 
evaluar y exonerar las actividades cuando tengan trascendencia cultural que lo justifique. Este parece ser un 
requisito, yo diría, subjetivo. 


Luego agrega un segundo requisito que es que a tales efectos el evento deberá ser declarado de interés 
nacional. La redacción parece querer decir que para ser exonerado de pagar esos impuestos no alcanza con 
que los espectáculos artísticos que vienen del exterior sean declarados de interés nacional sino que a su vez 
tienen que ser valorados como de una trascendencia cultural que lo justifique. Habría dos requisitos, eso es lo 
que parece decir la norma. 


SEÑOR SERRA.- En primer lugar, los artistas residentes en territorio nacional están exonerados del 
Impuesto al Valor Agregado; no lo pagan. 


En cuanto a la otra pregunta, yo diría que no son dos requisitos independientes sino que están vinculados. El 
artículo proyectado establece "a tales efectos". Es decir que cuando el Poder Ejecutivo considere la 
declaratoria de interés nacional va a tener que tomar en cuenta que cumpla con el requisito de la 
trascendencia cultural de significación. 


SEÑOR GANDINI.- Tiene que cumplir con los dos requisitos. 


SEÑOR SERRA.- Por supuesto, pero para emitir la declaratoria de interés nacional se debe tomar en 
consideración la documentación de trascendencia cultural significativa. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El espíritu de la norma tiene que ver con que la 
declaración de interés no alcanza si no se hace expresa referencia a la verificación de esta condición de 
trascendencia. Si se declarara solo de interés nacional no alcanzaría. Eso es lo que quiere decir; tiene 
que estar calificado de esta manera. Probablemente se pueda pensar en una redacción diferente, pero 
ese es el espíritu de la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un "Facúltase", y por lo tanto no se obliga a la Dirección General 
Impositiva a realizar la exoneración cuando se ha declarado de interés nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Una aclaración: no se trata de la Dirección 
General Impositiva sino del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ASTI.- Tiene razón. 


O sea que si el Poder Ejecutivo realiza la declaración de interés nacional debe tener en cuenta si se aplica o 
no este inciso a los efectos de exonerar el Impuesto al Valor Agregado, siempre que se den esas condiciones. 


SEÑOR GANDINI.- Es decir que la sola declaración de interés nacional de un espectáculo no asegura 
la exoneración. Cuando se declara de interés nacional debe ponerse si, además, está exonerado en 
función de la trascendencia. 


La pregunta es: ¿quién valora la trascendencia? Si me dijeran que la debe valorar, por ejemplo, el Ministerio 
de Educación y Cultura, en función de una importancia cultural, por decir algo, estaría bien porque se haría 
referencia a una autoridad concreta. Pero me parece que esto queda muy abierto a la subjetividad porque, 
¿qué es trascendente? ¿Significa que es importante para mucha gente? ¿Que tiene mucho público? ¿Que es 
importante para la cultura nacional? ¿Alcanza con que venga un gran pianista o director de orquesta o debe 
venir un conjunto juvenil que llene el Estadio? ¿La trascendencia es económica o cultural? Esto no queda 
claro y podría dar lugar a interpretaciones diversas. Debemos tener en cuenta que, al final, esto siempre es 
por plata. Acá hay productores, hay gente que se plantea que con exoneración de impuestos puede traer un 
espectáculo y sin exoneración, no, porque el mercado no le da. Esto haría inviable que se trajera un 
espectáculo. 


En consecuencia, creo que sería bueno aclarar un poco más este punto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Concuerdo totalmente con lo planteado por el 
señor Diputado Gandini. 


Aquí se hace referencia al Poder Ejecutivo, pero apelando a valoraciones de índole cultural, sería 
inexplicable que no fuera el Ministerio de Educación y Cultura el que diera esa certificación. Además, como 
se trata de una exoneración, es impensable que no intervenga el Ministerio de Economía y Finanzas; esto 
tiene que ver con el uso de una facultad concedida por el Parlamento, que debe ser ejercida por quien 
administra las finanzas públicas. 


El problema es el siguiente: probablemente, algún tipo de espectáculo tenga otro tipo de trascendencia, como 
por ejemplo, turística o sea importante porque apoya determinada actividad valorada por un tercero. 


El artículo hace referencia al Poder Ejecutivo, no para generar una suerte de indefinición, sino porque era 
difícil armar un esquema aplicable a todos los espectáculos. De todas maneras, está claro que intervendrán 
preceptivamente -por la naturaleza de la redacción- los Ministerios de Economía y Finanzas y de Educación y 
Cultura. También podría intervenir, por ejemplo, el Ministerio de Turismo y Deporte, si se entiende que tiene 
relación con el espectáculo a promover, o cualquier otro organismo, que es muy difícil precisar hoy. 


Ese es el motivo por el cual se hace mención al Poder Ejecutivo. Reitero que no pretendemos en absoluto 
generar una suerte de indefinición al respecto. Simplemente, encontramos dificultad para precisar más el 
texto, dados los comentarios que estoy haciendo. 


Por último, está claro -el señor Diputado Gandini acierta completamente- que esta medida viabiliza o 
inviabiliza. ¡Es así! Por tanto, debe estar claro quién tiene voz para decidir. Si se quiere avanzar en lo que es 
preceptivo, no hay dudas de que deben figurar el Ministerio de Educación y Cultura, que puede evaluar 
aspectos culturales, y el Ministerio de Economía y Finanzas, por razones lógicas. Si se piensa que esa 
formulación da más certeza y claridad, en principio no tendríamos inconvenientes. Sin embargo, reitero, el 
problema es que en algún caso el interés puede involucrar a algún otro Ministerio. 


No tenemos ninguna duda de que los Ministerios de Educación y Cultura y de Economía y Finanzas deben 
estar involucrados. 


SEÑOR GANDINI.- A lo mejor podemos encontrar una redacción que precise esto un poco más. 


Aquí hay un valor difícil de explicitar. Al país le interesa que lleguen espectáculos por cuestiones de 
desarrollo, no solo turístico, de plaza, económico. Cuando llega un conjunto importante a Uruguay, de 
repente vienen cinco mil argentinos, y eso genera movimientos de todo tipo en la economía. 


El problema es que cuando uno habla de esto, piensa en los grandes conjuntos y en Montevideo, que es el 
departamento que tiene más capacidad para traerlos, y se olvida que en la escala respectiva, un festival o una 
semana temática que se desarrolla en Treinta y Tres, Paysandú o en Salto, también son importantes. Cuando 
viene un conjunto brasilero muy escuchado en la frontera o uno argentino -que apenas cruza un puente-, se 
mueve una masa muy importante de gente. Pienso que estos casos requerirían un tratamiento igual; es menor 
la dimensión de público y de movimiento, pero tiene un impacto regional o local que, en escala, es similar. 


Entonces, deberíamos pensar en la trascendencia económica, cultural, turística y en el desarrollo nacional o 
local. Esta redacción limita porque no es para cualquier cosa, pero abre un espectro que permite, por ejemplo, 
que un Intendente gestione y viabilice este tipo de exoneraciones, que son importantes para el desarrollo de 
una pequeña comunidad. A lo mejor, pensando en eso, podemos abrir una posibilidad en este sentido. 


SEÑOR BEROIS.- No hay dudas de que acá se deben dar dos condicionantes: la trascendencia cultural 
y la declaración de interés nacional. El que declara que algo es de interés nacional es el Poder 
Ejecutivo, es decir, el Presidente de la República con el Ministro que hace la solicitud. 


Pienso que esto se va a dar mucho más de lo que pensamos, y no solo en Montevideo. Las fiestas y festejos 
del interior han sido tema fundamental de trabajo del Congreso de Intendentes. En el interior del país, se da a 
cada rato este tipo de situaciones, que significa un monto importante a los efectos de evaluar la participación 
de un artista. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Comparto y entiendo la naturaleza de las 
preocupaciones, tanto sobre la redacción del artículo como sobre su alcance. Coincido totalmente en 
que el alcance no tiene restricción a priori ni encubierta; esto está abierto. 


Un comentario: quien va a tramitar esto no es ningún organismo público necesariamente. Es un empresario 
que trae un negocio, y debe ser sujeto pasivo de los impuestos que están involucrados. Entonces, esto tiene 
que ver con un negocio. Si un negocio tiene determinadas características, se le va a conceder algo; las 


instituciones públicas -que están dispuestas a dar apoyo- van a hacer la valoración específica de dar este tipo 
de apoyo. Digo esto porque, por ejemplo, uno esperaría que la declaración de interés departamental se 
superpusiera a las declaraciones de interés nacional; uno esperaría, naturalmente, si se solicita. Pero nosotros 
podemos tomar decisión sobre los aspectos que involucran al Poder Ejecutivo de la República y al manejo de 
una exoneración tributaria de alcance nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario para terminar de aclarar: en el futuro podrá 
declaraciones de interés nacional que no contengan la condición de exoneración del Impuesto al Valor 
Agregado, si esa misma declaración no lo dice expresamente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es así. En ese caso, me costaría mucho entender 
el valor, pero podría ser. 


SEÑOR OTEGUIL.- Quisiera consultar si la declaración de interés sería por evento o por presentación. 
Pregunto esto porque, por ejemplo, en la Semana de la Cerveza o en la Fiesta de la Patria Gaucha hay 
actividad durante toda la semana y hay contratistas, pero las Intendencias o las Comisiones 
Departamentales son las que contratan y quisiera saber si puede haber una declaración genérica para 
ese tipo de eventos. 


SEÑOR SERRA.- El proyecto está elaborado con una lógica similar a la de la Ley_N* 16.906, de 
promoción de inversiones. Obviamente, esto va a ser reglamentado por el Poder Ejecutivo y también se 
va a requerir determinado proyecto con las características del espectáculo. Como ustedes saben, en la 
evaluación de los proyectos de inversión hay elementos subjetivos que son ponderados por el Poder 
Ejecutivo, siempre actúa el Ministerio de Economía y Finanzas con la Cartera competente en la 
materia y luego, a nivel del Poder Ejecutivo, se resuelve sobre cada proyecto en forma individual. 


SEÑOR BEROJIS.- Tengo claro lo que significa el artículo 268, me parece bien y lo apoyo. Pero no he 
logrado entender la vinculación con el artículo 281 y lo que este expresa, en cuanto a que se sustituya el 
literal F). En nuestro repartido aparece la disposición referida, pero realmente no entiendo, por lo que 
pediría que se aclarara. 


SEÑOR SERRA.- Hagamos un poco de historia. El literal F) del numeral 2) del artículo 19, 
anteriormente a la entrada en vigencia de la reforma tributaria exoneraba solo a la aeroaplicación. A 
partir de la ley de reforma tributaria no solo se exoneró la aeroaplicación sino también la aplicación 
terrestre de estos servicios agrícolas. 


SEÑOR BEROJIS.- El problema es que el repartido que nosotros tenemos no está bien y la disposición 
referida expresa '"Exonéranse: F) Leche pasterizada y ultrapasterizada, vitaminizada, descremada y 
en polvo, excepto la saborizada y la larga vida envasada en multilaminado de cartón, aluminio y 
polietileno". 


SEÑOR SERRA.- Eso debe referirse al numeral 1) del artículo 19, que tiene dos numerales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto lo que dice el señor Diputado Berois. Nuestro repartido tiene un 
error que subsanaremos a la brevedad. 


SEÑOR SERRA.- El literal F) del numeral 2) del artículo 19 en la redacción actual, referiéndose a 
servicios, expresa: "Las realizadas por empresas de aeroaplicación, registradas ante las autoridades 
competentes para la modalidad de aplicación de productos químicos, siembra y fertilización destinados 
a la agricultura". Este literal en vigencia refiere tanto a la aeroaplicación como a la aplicación 
terrestre. El problema es que la Cámara de Servicios Agropecuarios, prestadores de servicios 
terrestres, nos planteó que como la condición para estar exonerados era que estuvieran registradas se 
había generado una dicotomía en el mercado por la que algunas aplicaciones quedaron exentas y otras 
no, lo que generaba distorsión. Entonces, lo que nos propuso la Cámara fue volver a la situación 
anterior, eliminar la exoneración y que quedara plenamente gravada. Por lo tanto, volviendo a la 
situación anterior, el proyecto prevé que quede exonerada solamente la modalidad de aeroaplicación. 


Como los usuarios de estos servicios terrestres son principalmente contribuyentes del IMEBA que 
están gravados por el Impuesto al Valor Agregado y no pueden recuperar el IVA de compras, entonces 
le está generando un crédito adicional. Lo que se está dando en forma correlacionada con este artículo 
el anterior, es un crédito fiscal para compensar la pérdida por no poder deducir el Impuesto al Valor 
Agregado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo haber intervenido en aquel momento proponiendo eliminar el 
término "aeroaplicación” y sustituirlo por "aplicación", porque en el mercado había ofrecimiento de 
servicios que quizás eran similares a la aeroaplicación pero que se hacían desde tierra. No voy a entrar 
en detalles de lo se nos explicó en aquel momento. Esa forma de aplicación, que no es aérea, ¿continúa 
en la misma situación que había antes de estas modificaciones? 


SEÑOR SERRA.- Continúa en la situación que había antes de la reforma tributaria. 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pero se le da crédito fiscal. 


SEÑOR SERRA.- Continuando con las normas que disponen exoneraciones, si bien el artículo 273 en 
rigor no refiere a una exoneración, tiene que ver con el tratamiento de donaciones especiales, régimen a 
través del cual las empresas donantes pueden deducir de su liquidación del Impuesto a la Renta el 25% 
de la donación y pueden solicitar devolución por el 75% restante. 


En el artículo 273 se está proponiendo incluir un nuevo numeral que refiera a la rehabilitación social, y en 
particular a la Asociación Civil de Apoyo a la Rehabilitación e Integración Social. Esta asociación civil tiene 
dentro de su objeto social apoyar y promover emprendimientos productivos dentro de un establecimiento 
carcelario y de esta manera busca mejorar las condiciones de los individuos privados de libertad. 


El artículo 281 es el que sigue dentro de la nómina de las exoneraciones, pero nos remitimos a lo expresado 
oportunamente. 


El artículo 282 tiene por objetivo adicionar a las exoneraciones del Impuesto Específico Interno a los 
minibuses para el traslado de personas, de más siete asientos y hasta dieciocho asientos incluido el del 
conductor, adquiridos o importados para ser utilizados en el transporte turístico por las empresas cuya 
actividad consista en el transporte turístico y la hotelería. 


Este artículo recoge lo que ya está en vigencia en el artículo 4” del Título 11 y lo que hace es racionalizarlo o 
cambiarle el esquema para que queda más inteligible, pero no innova sino que solamente agrega este literal f) 
que refiere a la posibilidad de exonerar a los minibuses. Luego agrega que para acceder al beneficio las 
empresas mencionadas deberán estar autorizadas -en el caso del literal e), que refiere a los minibuses para el 
transporte escolar- por las correspondientes Intendencias Municipales y los vehículos deberán cumplir con las 
condiciones de seguridad vial vigentes, así como con las restantes condiciones que disponga el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este artículo hay un error en el tercer inciso. Cuando refiere a 
literales menciona "(...) de los literales a) a d) (...)" y luego dice "(...) para los literales d) y e) (...)", por 
lo que el d) está repetido en ambas instancias. 


SEÑOR SERRA.- Exactamente. Debería decir "para los literales e) y f) (...)", por lo cual solicitamos 
que quede constancia de esta corrección en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tendremos en cuenta. Su redacción sería la siguiente: "En el caso de los 
literales a) a d) el período a que se refiere el inciso primero será de tres años y para los literales e) y f) 
será de cinco años". 


SEÑOR GANDINI.- No entendí como están regulados en relación con esto los vehículos de transporte 
de escolares. 


SEÑOR SERRA.- El literal e) de este artículo refiere a vehículos adquiridos o importados para ser 
utilizados en el transporte escolar. 


Por último, en lo que refiere a las normas exoneratorias, el artículo 286 dispone una exoneración relativa a la 
regularización de asentamientos irregulares en el Barrio Jardín Los Treinta y Tres y en el asentamiento La 
Capuera. En rigor, esta norma relaciona los padrones que podrían entrar dentro de esta exoneración en virtud 
de la regularización, en la medida en que esté autorizada por la Intendencia de Maldonado. 


En lo que refiere al adquirente, que hoy tiene el carácter de ocupador del predio, la propuesta del proyecto de 
ley es que se lo exonere del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales, de manera tal que la regularización 
no le implique un costo adicional. Recíprocamente, en lo que refiere al enajenante, al dueño actual de los 
padrones, se establece la posibilidad de que pueda liquidar el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales y el 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas por el valor del terreno, antes de que tuviera las mejoras 
correspondientes, de manera que como no estaría enajenando esas mejoras, al final no se encuentre gravado 
por estos impuestos sobre tales mejoras que él no realizó. 


SEÑOR GANDINI.- Simplemente por una cuestión de técnica legislativa, ¿no debería hacerse 
referencia a los padrones tales y cuales del departamento de Maldonado? Uno deduce que es así 
porque lo dice más abajo pero, en verdad, me parece que debería quedar constancia de esto, luego de 
que se habla de la regularización de los padrones que allí se mencionan. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 
SEÑOR PARDIÑAS.- Y también habría que aclarar si se trata de padrones rurales o urbanos. 
(Diálogos) 


SEÑOR SERRA.- De esta forma habríamos cubierto el elenco de normas de carácter exoneratorio. 
Vamos a ver ahora las que introducen ajustes de tipo técnico, comenzando por el artículo 267 del 
proyecto, que refiere a las actividades comerciales realizadas por los usuarios de zonas francas. 


En particular, el artículo 14 de la Ley N* 15.921, que regula el régimen de zonas francas, establece una 
prohibición de carácter absoluto para los usuarios que "no podrán desarrollar actividades industriales, 
comerciales y de servicios, fuera de las mismas". En la práctica, y desde hace varios años, la Administración 
ha admitido pacíficamente determinado tipo de actividades de carácter administrativo desarrolladas por estos 
usuarios. Es conveniente, entonces, determinar con el objetivo de flexibilizar esta norma, cuáles son las 
actividades que podrían desarrollar estos usuarios y cuáles estarían prohibidas. 


El artículo establece: "Las actividades comerciales" -aludimos solo a estas actividades- "referidas en el 

inciso anterior" -el primer inciso del artículo 14 de la Ley N* 15.921- "que no pueden desarrollarse fuera de 
zonas francas, son las de carácter sustantivo [...]". Y, a modo de ejemplo, el artículo relaciona cuáles son esas 
actividades que no se pueden desarrollar: "la enajenación, promoción, exhibición, entrega de mercaderías, y 
actividades análogas", así como tampoco actividades de cobranza relacionadas a operaciones respecto de 
bienes que tengan por origen o destino el territorio nacional no franco. Se agrega, a modo de excepción, que 
podrán desarrollar ciertas actividades de cobranza de tipo excepcional, por ejemplo, de morosos, y 
actividades de exhibición -también con carácter excepcional- en la medida que no superen la cantidad de tres 
por año y no excedan los siete días. 


Además, para la realización de actividades de tipo auxiliar fuera de la zona franca se deberá requerir la 
autorización previa al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría conocer un poco más los fundamentos de esta norma que, a mi juicio, 
lejos de flexibilizar, hace más rígida esta actividad y creo que, básicamente, complica algunas de las 
modalidades con las que se ha generado el sistema de zonas francas, que funciona bien y que es muy 
importante para el país. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


—La norma vigente dice claramente que las actividades que parecen ser sustantivas de hecho, que son 
aquellas de tipo industrial, comercial y de servicios, no pueden hacerse fuera del territorio de zonas francas. 
Pero acá se agrega que tampoco se pueden hacer otras que son funcionales a que aquellas se puedan llevar a 
cabo como, por ejemplo, una promoción o una exhibición del producto que está en la zona franca, o cobrar. 
Cuando digo esto pienso en el espíritu de la zona franca, que es la descentralización, desarrollar otras zonas 
del país que no sea el Puerto de Montevideo. Ese fue el espíritu y yo participé de este debate con Wilson 
Ferreira Aldunate. El espíritu era generar en el interior del país polos de desarrollo que permitieran que 
actividades que siempre se hacen cerca del puerto se pudieran llevar a cabo lejos. Ahora bien, si 
determinamos que todas estas actividades se hagan en aquel lugar y no donde se hacen las transacciones, 
vamos a estar obligando a esas empresas a que miren más hacia Montevideo que al lugar en el que se 
desarrollan. Parece lógico que la actividad sustantiva, que es el acopio, en ciertos casos alguna parte de la 
industrialización, el packing o algún valor agregado que se introduce, se haga en un territorio que está para lo 
que se pensó -zona franca-, y que en cualquier lado puedan mostrar un aparato celular, un vaso o cualquier 
bien. Entonces, cuando pactan el negocio, luego toda la actividad se desarrolla en la zona franca. Pero de 
acuerdo a lo que se exige aquí, estamos obligando a quien se instaló en el interior a que se venga a la capital, 
donde además se están desarrollando ofertas a esos efectos. 


Además, como montevideano tengo que decir que esta también es una manera de vaciar algunas zonas de 
Montevideo, porque implica obligar a que se cierren oficinas que funcionan haciendo este tipo de actividades 
en algunos lugares del departamento y en ciertos edificios comunes, a trasladarse a zonas francas que solo 
tienen oficinas. Allí es donde se podrán realizar estas transacciones, esta promoción, esta exhibición, esta 
cobranza. No puedo imaginar que alguien que compra productos desde aquí a una zona franca del interior, 
tenga que ir hasta allí a pagar, porque eso no se puede hacer en cualquier otro lugar. Sí creo que las otras 
actividades que son sustantivas deben hacerse en ese lugar y se tendrá que ir hasta ahí; por eso se hizo la zona 
franca: para obligar a desarrollar esos lugares. 


Pero además, si esto fuera poco, el último inciso del artículo hace la situación más complicada en relación a 
la actual legislación, cuando establece: "Para la realización en territorio no franco de actividades de 
naturaleza auxiliar" -ya no son las sustantivas, sino las que quedan afuera de todo esto- "así como aquellas 
referidas en el inciso anterior, los usuarios deberán requerir la autorización previa en las condiciones que 
determine el Poder Ejecutivo". Es decir que ahora las actividades sustantivas son muchas más; algunas que 
hoy son de carácter auxiliar pasarán a ser sustantivas y tendrán que hacerse dentro del territorio de zona 
franca, y para las que no quedan comprendidas allí, que son auxiliares de por sí, hay que pedir autorización. 


Me parece que esto puede ir contra la lógica según la cual no hay que cambiar lo que funciona bien y yo creo 
que eso funciona bien y está lejos de algunas medidas que sí hemos estado dispuestos a acompañar, 
vinculadas a la eliminación de empresas que no existen y que usan la zona franca para otros propósitos. 


Creo que esto puede generar precisamente lo contrario a lo que se pretende. Me refiero a entorpecer el 
desarrollo de algunas áreas del país que las zonas francas intentan desarrollar o promover. De hecho, hay 
industrias a las que les hemos dado zonas francas para que puedan beneficiarse e instalarse: pienso que eso es 
lo sustancial, lo central de esta promoción de la ley de zonas francas, de esta renuncia fiscal que hace el 
Estado, de este sacrificio en función del desarrollo de algunas áreas a las que, de otro modo, les costaría 
mucho desarrollarse. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANDER.- En Rivera tenemos una zona franca que hace varios años está intervenida. Cuando 
leí el artículo la primera vez no lo entendí bien. En el año 2010, cuando recorrí el Puerto de 
Montevideo, vi que algunas empresas instaladas tienen exhibición, pero dentro de su local. Entonces, 
me asalta la misma preocupación planteada por el señor Diputado Gandini, por lo que si nos pudieran 
aclarar el tema se los agradecería. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Para dar respuesta al señor Diputado Gandini 
va a hacer uso de la palabra el Director General de la DGI, pero en virtud de la intervención del señor 
Diputado Sander quiero aclarar que en el Puerto de Montevideo no hay ninguna zona franca. Es un 


régimen que no tiene, en absoluto, las características ni las restricciones que impone nuestro 
ordenamiento jurídico para las zonas francas. Por lo tanto, n esa realidad o versa sobre este artículo. 


SEÑOR FERRERI.- Tenemos una visión diferente a la que manifestaba el señor Diputado Gandini. 
Para nosotros, este artículo claramente flexibiliza la normativa vigente y acota y da claridad a la 
situación actual. ¿Por qué decimos que flexibiliza? Aquí se están agregando incisos al artículo 14 de la 
Ley_N” 15.921. Vale la pena leer este artículo. Dice así: '"Son usuarios de zonas francas todas las 
personas físicas o jurídicas que adquieran derecho a desarrollar en ellas cualquiera de las actividades a 
que se refiere el artículo 2%". Y es bien importante leer lo que dice a continuación: "Las empresas 
instaladas en zonas francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de servicios, 
fuera de las mismas". Es decir que las empresas no pueden hacer nada. Al incorporar estos incisos, 
precisamente, estamos flexibilizando lo que establece el inciso primero; estamos diciendo que pasamos 
de no permitir hacer nada a que las actividades accesorias se puedan realizar afuera de la zona franca. 
Esto es atendiendo, precisamente, a la realidad en la cual se desarrollan los negocios por parte de 
quienes operan en las zonas francas. Reitero que lo que hacemos es flexibilizar, dejando hacer las 
actividades accesorias fuera de la zona, cuando en la situación actual no se permite hacer 
absolutamente nada. 


La Administración Tributaria ha realizado, a lo largo del tiempo, durante varios años, operativos con respecto 
a esta modalidad de acción. Como muy bien decía el señor Diputado Gandini, hay una renuncia fiscal 
importante y, por lo tanto, debe ser velado el correcto cumplimiento de este régimen. En todos los casos en 
los cuales las actividades sustantivas se realizaban fuera de la zona franca, claramente estábamos ante un 
negocio que, como la actividad sustantiva se realizaba fuera de zona, no era una actividad de zona sino de 
plaza y, por lo tanto, correspondía que pagara los impuestos correspondientes a plaza. Distinta es la situación 
de algunas actividades accesorias que, naturalmente, deben hacerse fuera de zona, atendiendo a la realidad 
económica. Un ejemplo puede ser un usuario de alguna zona franca del interior que contrata a un gestor para 
que le realice los trámites en Montevideo o pone una oficina con administrativos para que le lleven la 
contabilidad en Montevideo, pero las actividades sustantivas, es decir la compraventa de la mercadería, el 
pago de las facturas y demás, son las que hacen a la esencia del negocio comercial. Si se realizan fuera de la 
zona franca, deberíamos decir que no son negocios de zona y que, por lo tanto, deben pagar los impuestos de 
plaza. A eso apuntan estos incisos que se plantea agregar en el artículo 14 de la Ley N* 15.921: a flexibilizar 
y a dejar reglas claras de actuación donde las actividades sustantivas deban realizarse dentro de zona, 
atendiendo conjuntamente al espíritu de que, al realizar las actividades sustantivas, genere mano de obra en 
los lugares donde las zonas francas fueron creadas. 


Al día de hoy, todas las zonas francas tienen claro que ninguna actividad puede ser desarrollada fuera de allí. 
Atendiendo a algunas realidades en particular, hay dos actividades sustantivas que aquí se permite realizar 
fuera de la zona, como es la cobranza coactiva o, precisamente, la exhibición de mercadería, pero estas se 
acotan a algunos períodos y a determinada cantidad de veces en el año. ¿A qué se debe esto? En atención a la 
casuística que muestra la realidad podríamos hablar, por ejemplo, de cobranzas, como actividad accesoria 
fuera de las zonas francas, o de la exhibición, pero allí estaríamos incurriendo en zonas grises que harían 
imposible el control de esta materia. Esto lo hemos constatado a lo largo de los años en las inspecciones que 
ha realizado la Dirección General Impositiva. Es imposible -no ha ocurrido- constatar casos en los cuales, por 
ejemplo, un usuario que vende a "free shops" y envía al cobrador, este no realice la venta. Por lo general, 
estamos hablando de cobradores y de vendedores. Entonces, la actividad sustancial, que es la compra venta 
de la mercadería, se está realizando fuera de zona. 


Lo mismo ocurriría si permitiéramos exhibiciones de carácter permanente fuera de la zona franca. Es 
imposible controlar que la actividad sea solamente de exhibición y que no ocurra allí una venta. Lo que 
hacemos es generar un régimen en el cual la actividad fundamental, la actividad sustantiva, se realiza fuera 
de la zona, y de esa forma se entra en una situación de inequidad tributaria bien importante. Pongamos el 
ejemplo de un importador que vende en plaza y que está establecido en 18 de Julio y Ejido. Este importador 
debe pagar todos los impuestos de plaza. Ahora bien, un importador que se ubica en el local de al lado pero 
que tiene un usuario de zona franca y, por lo tanto, realiza la exhibición y en esa zona gris la vende afuera, 
estaría exonerado de todos los impuestos. Allí se está generando una horadación muy importante al sistema 
tributario en lo que tiene que ver con la tributación básicamente del Impuesto a la Renta. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera agregar dos elementos. El señor 
Diputado Gandini decía que el régimen de zona franca funciona bien. Es un régimen que, además, ha 
hecho aportes reales al desarrollo económico del país 


En alguna oportunidad sería bueno propiciar una discusión acerca de a qué ha ayudado y a qué no ha 
ayudado el régimen de zonas francas. No deberíamos mezclar la discusión sobre a qué queremos llegar con 
otros instrumentos con el régimen de zonas francas, que hay que analizarlo en su realidad, tal cual es. 


Cada vez que he escuchado que ocurría algo en una zona franca lo que hice fue comunicarlo a la DGI para 
que procediera. Por tanto, no hay ninguna realidad de hecho, conocida por un funcionario público, que pueda 
existir; si existe la tenemos que denunciar. No hay ninguna realidad de hecho que estemos afectando porque 
la ley es clara y su cumplimiento es obligatorio para todos los funcionarios públicos. No conozco, pero si 
conociera un solo caso de alguien que, estando en zona franca realiza actividades fuera de ella, estaría 
obligado a denunciarlo. Por lo tanto, no estamos afectando nada que funcione. El régimen funciona, funciona 
bien y si quisiéramos llegar a realidades geográficas o a realidades económicas a las que no estamos 
llegando, esa sería una discusión bien interesante, pero el instrumento zona franca es el instrumento zona 
franca. 


El segundo elemento importante es el siguiente. Si dejáramos encubierta cualquier actividad comercial detrás 
de algo que pueda ser un pequeño resquicio comercial, lo dejaríamos fuera de zona franca y se acabaría el 
régimen; se acabó la distancia entre el límite del régimen de zona franca, que es vender en plaza. Si 
destruimos el régimen porque generamos una indefinición entre qué es el régimen y qué es estar fuera de él - 
el régimen es claro-, no podría haber operación comercial ni compra venta entre zona franca y no franca que 
no tributara impuestos aduaneros. 


Sinceramente, me parece que estamos frente a una realidad y que se debe tener en cuenta no solamente los 
impuestos aduaneros sino también la generación de rentas. El ejemplo que ponía de 18 de Julio y Ejido es tan 
obvio que es indescifrable la diferencia entre los dos, porque uno tributa IRAE y el otro no. Entonces, lo que 
haríamos es que todo el mundo se convirtiera en usuario de zona franca pero exhibiera y vendiera afuera. 
Esto no puede ser; no es concebible en el instrumento zona franca. 


Ahora bien, si un instrumento que se pensó por sus características para cumplir determinados fines, por 
alguna razón no los está cumpliendo, estamos abiertos a analizar cuál es el tipo de instrumento que ayuda a 
configurar una situación distinta y compensatoria real. Quizás no sea el instrumento la zona franca y sí otro. 
De hecho, el Estado y los gobiernos uruguayos han encontrado mecanismos efectivos. 


Por ejemplo, los "free shops" están instalados en zonas de frontera y se han habilitado como instrumentos 
específicos para apoyar la descentralización. ¿Por qué? Porque es un instrumento especialmente idóneo cuyo 
diseño y autorización permite cumplir un objetivo real. Pero no utilicemos un instrumento que, si lo 
transfiguramos y configuramos de una manera que lo convertimos en una realidad comercial que distorsiona 
el límite básico del régimen de zona franca, puede destruir su propia utilización porque no vamos a dar más 
usuarios. Como tenemos discrecionalidad para otorgar los usuarios, no otorgaríamos más porque toda la 
operativa comercial del país se transformaría en exhibidores vendiendo en cualquier lado sin pagar los 
impuestos correspondientes. Creo que este es un tema grave y debemos tener ideas claras. Si queremos que el 
país se transforme en una zona franca, lo único que tenemos que hacer es dejar que operen comercialmente 
fuera de ella. Una vez habilitado eso, la realidad jurídica hace que cualquier persona, al amparo de esa ley, 
pueda hacer su mejor cálculo. ¿Cuál? Ser usuario de zona franca y estar en cualquier punto del país. Si puedo 
exhibir y comercializar en Montevideo o en los centros poblados, ya está. 


Compartimos los objetivos y las preocupaciones, pero no nos confundamos en el uso de los instrumentos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Concordamos con el enfoque del señor Ministro pero, a veces, la realidad 
muestra cuestiones diferentes. El ejercicio de cuál es la distribución comercial en este país, de cuál es la 
distribución de la población y de cuál es la distribución de la concentración de los servicios lleva a que 
la zona sur y la capital tengan la mayor atención. Si nosotros decidimos que la principal zona franca 
del país esté en la capital, sin lugar a dudas que las acciones de fiscalización y el orden de la 
herramienta de la zona franca terminan siendo discriminatorias en el territorio. Esa es la realidad. 


Concuerdo con limitar o prohibir que la actividad comercial se transforme en una extensión de la zona franca, 
pero debería existir alguna forma para que las zonas francas ubicadas en el interior del territorio -a las que va 
a ser muy difícil que lleguen algunos usuarios si no tienen otro tipo de facilidades- pudieran prosperar y 
transformarse en mecanismos de desarrollo. Lo principal sería que ninguna zona franca pudiese vender en el 
país, pero eso no ocurre. Lo ideal sería que todos pudiéramos funcionar bajo las mismas condiciones de 
facilidad de movimiento y que todos pudiésemos contar con los mismos servicios. En el interior, por ejemplo, 
ni siquiera están todas las opciones financieras y bancarias de la capital. Eso ya constituye una verdadera 
discriminación territorial. 


El hecho de haber habilitado zonas francas dentro de la capital para prestar servicios también generó 
discriminación territorial. Lógicamente, esos servicios que se prestan en territorio de zona franca se insertan 
donde hay posibilidad de mayor intercomunicación o de relacionamiento financiero. De ese modo, el interior 
va quedando cada vez más rezagado. Entonces, debemos buscar la manera de que este concepto que quiere 
llevar adelante el Poder Ejecutivo no genere una discriminación territorial. 


Yo me pregunto lo siguiente. En una zona franca ubicada en el interior, ¿cuál es la tarea sustantiva? ¿Será el 
armado de instrumental, el fraccionamiento de mercadería -que puede tener poco valor agregado- u ordenar 
diferentes productos para sistematizar su distribución en la región? Todo este agregado de valor genera mano 
de obra que deberá tener alguna ventaja comparativa porque, de lo contrario, todos vendrían a Montevideo. 
En algunos lugares, estas herramientas generan menos oportunidades. También puede suceder que se utilicen 
para la joda de modo de obtener un margen mayor y para ser atractivas. Entonces, evitemos que se utilicen 
para la joda -perdóneseme la expresión- y busquemos de qué manera se puede fiscalizar. Hay que evitar una 
injusticia con el importador que paga sus tributos. Además, no debemos generar discriminación territorial por 
vía de la norma, algo que en este país ya tiene una larga historia. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero referirme a la preocupación que nos 
asiste cuando se avanza en la flexibilización en cuanto a la comercialización en zona franca y zona no 
franca 


No se ha pensado ningún mecanismo para discriminar normativamente la radicación en el interior o en 
Montevideo de ninguna actividad. Voy a referirme a los argumentos que uno escucha porque me preocupa 
muchísimo que se avance en esa línea, ya que destruye el régimen. La flexibilización no quiere generar 
ninguna oportunidad en el interior; quiere dar trabajo en Montevideo porque las actividades comerciales 
tendrán que realizarse aquí. El trabajo va a ser para los montevideanos y lo accesorio se va a mantener en 
otro lado. Entonces, me pierdo en la correspondencia entre la preocupación y el instrumento. Simplemente 
trato de llamar a la reflexión de los señores Diputados respecto a buscar instrumentos. Hay una máxima que 
nos ayuda en nuestra formación profesional: "No pidamos a un instrumento que lo haga todo". Un 
instrumento hace algunas cosas y otras no las logra hacer. No pidamos que con un solo instrumento podamos 
resolver todos los problemas, básicamente los de asimetrías. 


Lo que está planteado aquí es un problema que trasciende el régimen de zonas francas. Hay un problema del 
conjunto de asimetrías reales que hace que haya desequilibrio en el desarrollo y en las oportunidades 
económicas en todo el país. ¡Por favor! No nos agarremos del régimen de zonas francas para arreglar eso 
porque no lo vamos a lograr; busquemos por otro lado. Yo recojo el guante de trabajar en la dirección de 
sesgar decisiones productivas y de empleo hacia el interior y, quizás, en el marco de las zonas francas, pero 
no rompiendo el régimen para que puedan comercializar. Si transgredimos ese límite no hay arreglo, porque 
nadie va a ir a vender a un pueblo del interior. ¿Dónde va a vender? En el centro poblado. Además, las 
actividades comerciales en este tipo de negocios en los que no necesariamente hay acopio -no todo el negocio 
comercial de las empresas que están en las zonas francas se basa en el acopio-, a veces comprenden registrar 
pedidos, traerlos del exterior, hacer una logística rápida y venderlos. 


Por lo tanto, déjenme presumir que en todos esos casos el trabajo comercial debería ser una parte muy grande 
de la plantilla. Y si esa plantilla la traemos a Montevideo, empeoramos las cosas. Dejémosla donde está. 


Entiendo la preocupación pero, sinceramente, me preocupa muchísimo la no correspondencia entre la 
preocupación y la realidad 


Simplemente quiero decir a los señores Diputados que antes de avanzar en esa dirección, por favor miremos 
el enfoque y la realidad. 


¿Qué es lo que dice la realidad del régimen de zona franca? Si uno lo mira en sus grandes lineamiento, el 
régimen de zona franca ha servido esencialmente para tres cosas. Y esa es la realidad a la que hacía referencia 
el señor Diputado Gandini. 


Ha demostrado ser un instrumento eficaz para que el país compita en la radicación de proyectos como UPM y 
Montes del Plata. Se ha revelado. Si no tuviéramos un instrumento o el equivalente a un régimen parecido a 
este de zonas especiales, aunque tuviéramos árboles, seguramente no hubiéramos calificado para competir en 
la localización de esos emprendimientos. Eso es una realidad. 


Quiere decir que el régimen de zonas francas es especialmente útil para atraer un tipo de inversión extranjera 
directa, que necesita de ese tipo de régimen jurídico porque si no lo tiene acá, lo va a buscar en otro lado. Es 
tan simple como eso. Si no tenemos el régimen, no competimos, no calificamos. No es que esté a favor de 
estos emprendimientos, simplemente digo que sin ese régimen no tendríamos ese tipo de emprendimientos. 


En segundo lugar, es claro que las zonas francas tienen una realidad comercial de acopio y comercialización 
nacional de bienes producidos internamente, y de algunos de logística regional, que están esencialmente, 
localizados fuera de Montevideo, porque los espacios físicos hasta ahora no han permitido que se instalen en 
la capital. No sé qué pasará en el futuro, pero esa realidad que apoya a la logística es con acopio, y las 
actividades están radicadas esencialmente en el interior del país. 


En tercer término, lo que hay en zona franca son servicios globales y regionales. Tenemos informes -quizás 
algún día los podamos compartir con ustedes- que señalan que Uruguay tiene en estas tres dimensiones 
ventajas comparativas importantes para decir que el instrumento de zona franca es potente y apto para 
generar oportunidades. El régimen de zona franca -y lo podemos ver- fue pensado para que hubiera maquila 
en este país. ¡No hay un solo proyecto de maquila en zona franca! ¡No hay proyectos industriales maquileros 
en el país! Eso fue lo que motivó todo esto. 


De la versión original sobre qué es lo que se quiso hacer con el régimen hasta lo que demostró ser efectivo, 
hay una distancia. Entonces, miremos la realidad, corrijamos con estos u otros instrumentos los efectos 
asimétricos de localización, pero por favor no avancemos sobre una realidad que rompa la lógica del 
régimen. La lógica del régimen es que no se puede comercializar de la zona franca al territorio nacional en 
condiciones ventajosas respecto a otro comercializador. Es simplemente eso. 


Aunque quede en minoría, debo decir que si van en esa dirección van a tomar una decisión muy equivocada, 
que probablemente destruirá el instrumento de zona franca. Esa es mi opinión. 


SEÑOR MUJICA.- El señor Ministro ha sido muy claro y elocuente, pero quiero insistir en ese aspecto. 


El artículo 267 tiene una historia en la propia Comisión de Hacienda. Este artículo es consecuencia de otro 
que se discutió acá, y por el cual en su momento vinieron los concesionarios de zonas francas y otras 
delegaciones que no recuerdo bien. 


La intención del artículo inicial, que este intenta recoger ahora, era precisar las actividades que se pueden 
realizar, en atención a que había una deformación de la utilización del instrumento de zona franca. En aquel 
momento nosotros decíamos que una empresa fijaba su sede fiscal en una zona franca y desarrollaba toda su 
actividad fuera, obteniendo todos los beneficios fiscales por estar en zona franca cuando en realidad no lo 
estaba. Este es un claro ejemplo de competencia desleal para las empresas que están en zonas no francas con 
una actividad económica o de cualquier tipo dentro de las reglas. Toda la discusión que tuvimos en aquel 
momento respecto a cuáles eran las actividades preferenciales -no recuerdo cuál fue la palabra que se utilizó, 
porque para denominarlas también tuvimos una discusión; pero vamos a llamarlas sustantivas y no 
sustantivas, como se dice ahora- tenía que ver con eso, con poner un límite con respecto a lo que sí se puede 
hacer dentro de la zona franca 


El tema que se plantea tiene que ver con otra clase de problemas, y es que después de que se aprobó la ley se 
creó una competencia y un mercado de zonas francas. Hay un mercado de zonas francas que está en 


competencia entre sí, y el problema es que hay zonas francas en el interior que tienen muchas más 
dificultades para justificar su presencia en ese mercado, que las que están en Montevideo. Además, en el 
correr de todos estos años se ha producido un efecto de concentración, es decir, que hay zonas francas en 
Montevideo que tienen todo -hoteles y universidades, porque la idea es crear una ciudad dentro de otra-, y 
hay otras en el interior del país, que sobreviven alquilando piso. Cuando se dan estas situaciones de asimetría, 
obviamente, el que sobrevive alquilando piso se ve tentado con que esa supervivencia se retroalimente con 
otras actividades. En ese marco se va empezando a transgredir el espíritu de la norma a tal punto que se 
desfigura todo el sistema. 


Esta preocupación -que no solo existe en Cerro Largo sino que también me la hicieron llegar desde Florida y, 
seguramente de varios departamentos donde haya zona franca-, para ayudar al desarrollo de este instrumento 
en el plano departamental debe ser atendida con una discriminación positiva respecto a las zonas francas de 
las que están radicadas en el interior y las que se radican en la zona metropolitana y, eventualmente, con un 
direccionamiento de los emprendimientos que llegan a ella. Esto se puede hacer, pero insisto en es concepto 
que creo el Ministro lo dejó bien en claro. El artículo 267 no está pensado para resolver esos desequilibrios 
sino para resolver un problema económico de gran magnitud, es decir, que la utilización de este instrumento 
no termine desnaturalizándose al punto que se vuelva en contra de sus iniciales intenciones. Ese es el sentido. 
Por eso yo defiendo el artículo, más allá de que pueden haber otras redacciones. Ya tenemos una historia 
respecto a esta discusión. La tuvimos hace un año y siempre estamos en lo mismo. 


Ahora el argumento pasa a ser las zonas francas del interior. En el momento que vinieron acá los 
concesionarios de zona franca, cuyos Directivos son todos de Montevideo, no hablaban de las del interior, 
sino de los servicios que ellos vendían acá. Es decir que el argumento cambia pero los intereses que están 
atrás parece que son los mismos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Ley a que se refería el señor Diputado Mujica es la N” 18.859, de 
diciembre de 2011. 


SEÑOR GANDINL.- Creo que las posiciones están aclaradas, y el debate lo daremos en su momento. 


La historia a que refiere el señor Diputado Mujica es la de un proyecto de ley que se aprobó en la Cámara de 
Representantes y que luego en el Senado tuvo una sanción diferente. La modificación de ese artículo 14 no 
resultó aprobada. 


Quiero leer qué decía el artículo 14 que aprobó esta Comisión y la Cámara, porque no tiene nada que ver con 
esto. Dice así: "Son usuarios de zonas francas todas las personas físicas o jurídicas que adquieran derecho a 
desarrollar en ellas cualquiera de las actividades a que se refiere el artículo 2”.- Las empresas instaladas en 
zonas francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de servicios fuera de las mismas, 
[...]". Hasta acá el texto es exactamente igual al vigente, no cambia ni una coma. Reitero la última parte: "[...] 
Las empresas instaladas en zonas francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de 
servicios fuera de las mismas, excepto cuando estas actividades" -es decir, podían desarrollar actividades 
fuera de las mismas- "tengan una naturaleza auxiliar o preparatoria de la actividad sustantiva para la que 
fueron autorizadas a operar en zona franca [...]". 


Es decir que el espíritu era que algunas actividades auxiliares a las sustantivas, que son las comerciales, 
industriales o de servicio, según este proyecto, se podían hacer afuera de zona franca. 


Lo que se presenta ahora es otra cosa, porque dice: "Las actividades comerciales referidas en el 

inciso anterior" -que acabo de leer, no cambia y sigue vigente- "que no pueden desarrollarse fuera de zona 
franca" -es decir, tienen que desarrollarse adentro-, "son las de carácter sustantivo, realizadas por sí a través 
de terceros, consistentes" -y acá la define- "en la enajenación, promoción, exhibición, entrega de mercadería, 
y actividades análogas y cobranzas relacionadas a dichas operaciones [...]". 


Es decir, el espíritu del artículo 267 era uno cuando lo votó esta Cámara, pero este es exactamente otro, no 
tienen nada que ver. Aquel decía que hay actividades auxiliares a las sustantivas que se pueden hacer afuera, 
y ahora pasará a decir que adentro de zonas francas se pueden hacer actividades comerciales, industriales y 
de servicio, y que dentro de las actividades sustantivas están enajenar, promover, exhibir, cobrar, etcétera. 


Quiero dejar una segunda constancia. Si no aprobamos este artículo -es una posibilidad- queda todo como 
está, es decir quedaría vigente la redacción actual del artículo 14, que establece qué se debe hacer dentro de 
zonas francas. No creo que dejando el régimen vigente -es nada más que una opinión- estemos destruyendo el 
sistema ni colaborando a destruirlo. 


Digo esto porque -quizás entendí mal- el señor Ministro dijo "si avanzan por ese camino". Creo que no 
debemos analizar posibles modificaciones. En todo caso, considero que al régimen actual habría que agregar 
una definición tan estricta como la que aquí se establece y, en ese caso, modificar algunos aspectos que 
operan en la realidad. Sin embargo, si quedara vigente el artículo 14 tal como está, con las interpretaciones 
que se vienen haciendo, no creo que genere inconvenientes en el régimen actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Gandini leyó dos incisos del artículo que aprobamos en 
Cámara, pero no el inciso final, que dice: "El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria los 
indicadores que se deberán tomar en cuenta para calificar tales actividades como auxiliares o 
preparatorias". 


SEÑOR GANDINI.- Lo consideré irrelevante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No era irrelevante porque ahí se centró gran parte de la discusión. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No tenemos ningún problema con que se 
mantenga el actual régimen jurídico. Sin embargo, atendiendo a un conjunto de planteos que se nos 
hicieron, tratamos de encontrar alguna solución que flexibilizara lo anterior y no fuera en contra de lo 
que creemos que es malo. Nosotros impulsamos este artículo en esa dirección. 


Creo que peor que el régimen vigente y que el que proponemos es permitir actividades comerciales fuera de 
zona franca. Quiero ser claro: para nosotros el régimen restrictivo de zona franca no es un problema. El 
Ministerio de Economía y Finanzas, al presentar este artículo, no está disconforme con el régimen ni con la 
estructura legal, sino que entendiendo algunas realidades que se han planteado, que inclusive resultaron del 
trabajo parlamentario y del intercambio con usuarios y explotadores, presenta este formato que cree que, 
agregado a la normativa actual, generaría una situación confortable. Nada más. Una alternativa que implicara 
permitir actividad comercial fuera de zona franca, claramente sería peor que el régimen vigente. 


SEÑOR MUJICA.- Cuando intervine me detuve al pensar con qué palabra nombrar la relación entre 
este artículo 267 y aquel otro, y dije que es consecuencia de aquel otro. 


Lo dije porque en el momento el reclamo fue que no precisábamos cuáles eran las actividades sustantivas y 
las no sustantivas, y que en virtud de que no lo establecíamos en forma precisa se habilitaba a la 
Administración a tener interpretaciones que podían afectar las actividades económicas que se realizan dentro 
de la zona franca. Ese era el eje argumental. 


Este artículo es consecuencia de aquel porque precisa cabalmente qué es sustantivo y qué no es. Sin embargo, 
ahora el problema es que lo precisa. El problema, que antes era que no precisábamos, ahora es que 
precisamos. 


El tema de fondo es el tipo de utilización del instrumento zona franca que se está haciendo en la realidad del 
país, y hay actividades que no quieren cortarse. Cuando se presenta una forma de legislar que puede ser 
atacada porque no es del todo precisa, se la ataca porque no es precisa, pero cuando se precisa la norma legal, 
también se ataca la precisión. Este es el problema. 


Si hay competencia entre zonas francas y si las zonas franjas del interior son efectivamente polos de 
desarrollo de sus departamentos y tienen una situación desequilibrada con respecto a las metropolitanas, 
estoy de acuerdo con otras normas que den ventajas a quienes se instalen en zonas francas en el interior o las 
zonas francas directamente con respecto a las metropolitanas para que se trate de equilibrar. Siempre voy a 
estar a favor de eso. 


Esto es otra cosa, y tiene que ver con qué tipo de actividad económica se está desarrollando en la zona franca. 
Hay ejemplos de sobra al respecto. 


Lamentablemente, las zonas francas no fueron las que tomaron la iniciativa de aclarar cuál es el límite de 
actividad en todos los años que no tuvieron una legislación clara al respecto. Por eso me parece buena cosa 
que el Gobierno empiece a aclarar estos temas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos dispuestos a trabajar en el marco del 
instrumento de zonas francas para agregar algún elemento discriminatorio a su favor, que sea real, 
siempre que se radiquen en el interior, pero es algo más que eso porque debemos tener presente que en 
el interior también están radicadas UPM, Montes del Plata y Pepsi-Cola. 


Entonces, a la hora de plantear algo tan amplio como lo que acabamos de escuchar, preferiría que el mensaje 
que recibieran del Poder Ejecutivo sea que estamos dispuestos a trabajar, aun dentro del marco del 
instrumento zona franca, tratando de generar elementos discriminatorios que fortalezcan la capacidad de 
localización y mantenimiento de actividades en el régimen de zona franca en el interior, compitiendo, no 
entre zona francas y no francas, sino entre zonas francas radicadas geográficamente en determinado lugar y 
en otro, pero por favor que no sea a través de lo comercial. 


Hay otras dimensiones -a mí se me ocurre alguna, pero no la quiero decir acá porque si no mañana es titular 
en el diario-, pero desafiado a que hay voluntad amplia en el espectro político para encontrar un instrumento 
que apoye a la descentralización -como lo hicimos en el régimen de promoción de inversiones, porque este 
régimen escuchó este planteo y fortaleció el elemento descentralizador-, estamos dispuestos a caminar en ese 
sentido. Pero por favor no lo hagamos en la única órbita en que si lo hacemos empeoramos. 


Si después de terminar el tratamiento de los temas que nos ocupan en estos días nos convocan a discutir sobre 
este aspecto, no tendremos inconvenientes en concurrir, ya sea en un ámbito formal o informal. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Voy a tratar de seguir con el esquema que había iniciado el contador Serra. 


Corresponde hacer referencia a los artículos 271 y 272, que tienen que ver con el funcionamiento del régimen 
de precios de transferencia. Estas disposiciones realizan modificaciones al Título 4 del Texto Ordenado de 
1996, en lo que tiene que ver con el funcionamiento del régimen del contralor de precios de transferencia. 


En primer lugar, se propone la inclusión de un artículo 44 bis del Título 4 del Texto Ordenado, por el cual se 
habilita al Poder Ejecutivo a realizar acuerdos anticipados de precios. En la práctica los acuerdos anticipados 
de precios son una forma de abreviar todo el régimen de contralor de precios de transferencia a través de un 
acuerdo entre el contribuyente y la Administración, de cuáles son las pautas utilizadas para fijar los precios 
con los cuales se realizan las transacciones internacionales. Esta modalidad trae beneficios tanto para la 
Administración como para el contribuyente. Para la Administración porque se asegura que existen criterios 
acordados entre las partes para la fijación de los precios internacionales sin necesidad de controlar todas y 
cada una de las transacciones que realice un determinado contribuyente para analizar si esos precios se 
adecuan, o no, a la realidad del mercado internacional, y para el contribuyente porque le aporta la seguridad 
de que sus precios, fijados de acuerdo con los criterios previamente establecidos con la Administración no 
van a ser objetados, es decir, no van a ser sujetos de un control que pudiera derivar en una liquidación de 
tributos que, inclusive, pudiera referirse a términos técnicos apartados de la realidad concreta. 


De esta forma, las dos partes obtienen beneficios. Esta disposición no estaba prevista en la redacción original 
del Título 4 y, en realidad, lo que se había operado era una forma práctica de llegar a estos acuerdos frente a 
algunos contribuyentes que, efectivamente, habían manifestado su interés en los acuerdos previos de precios. 
Con esta propuesta se le está dando una base jurídica legal a esos acuerdos que se han concretado en algunos 
casos, utilizando herramientas del análisis concreto de la situación de estos contribuyentes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 
—El artículo 272, que también refiere al régimen de precios de transferencia, establece una sanción para los 


contribuyentes que no aportaran la información necesaria para realizar un análisis de precios de transferencia. 
De esta forma, se incentiva a aportar toda la información necesaria para evitar que algún contribuyente, por el 


mecanismo de no entregar información, pueda beneficiarse de una falta de análisis de los precios de 
transferencia utilizados en sus transacciones internacionales. Esta forma específica de sanción se encuentra 
en casi todas las legislaciones sobre precios de transferencia y constituye un agregado imprescindible para 
hacer efectivo este contralor. Esto son los dos aspectos que estaríamos incorporando respecto precios de 
transferencia. 


El artículo 274 refiere a una modificación al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Acá se pretende 
incluir una disposición que establezca que las personas físicas que sean dependientes de sujetos pasivos del 
IRAE o del IRPF tienen todas sus rentas comprendidas en el IRPF. Se agrega la situación de que esas 
personas no sean contribuyentes de estos impuestos, sino que sean entidades que actúen en el régimen de 
atribución de rentas, es decir, que obtengan rentas, no sean contribuyentes, pero que sean quienes informen a 
los titulares reales de esos bienes de esas rentas a efectos de que tributen en forma personal. 


De esta forma, la totalidad de las personas físicas dependientes, tanto de contribuyentes de IRAE o de IRPF, 
como aquellos que son contribuyentes del IRPF a través de su vínculo con alguna entidad en régimen de 
atribución de rentas, necesariamente encontraran todas sus rentas comprendidas en el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas, estableciendo un régimen de equidad entre todas las personas físicas que reciben 
remuneraciones de entidades nacionales. 


SEÑOR SERRA.- Quisiera hacer un pedido, ya que se deslizó un error de procesamiento de texto. En 
el último inciso del artículo 271, que comentaba el contador Hernández, debería decir "no podrán 
exceder de tres Ejercicios", en lugar de "cinco". Esto nos alinea con la normativa internacional vigente 
en la materia; cinco sería excesivo. 


Continuando con la redacción de las normas que introducen ajustes de carácter técnico, le vamos a pedir al 
señor Presidente que se realice una corrección en el artículo 275. En lugar de ser "Artículo 6 bis", sea 
"Artículo 6 ter". Este artículo refiere a la definición de residentes para el caso de las personas jurídicas y otras 
entidades. A raíz de la modificación introducida por la Ley N* 18.718, donde se gravan algunas rentas 
derivadas del rendimiento del capital mobiliario del exterior, pasa a tener relevancia la definición de 
residente. Entonces, se está proponiendo introducir en el Título VII la misma definición que tenemos en el 
IRAE en el título IV. 


El artículo 276 es una norma de carácter interpretativo y refiere a las utilidades distribuidas por los 
fideicomisos. Se ha generado alguna controversia en cuanto a si lo que distribuyen los fideicomisos son 
utilidades susceptibles de ser gravadas por el IRPF. Esta norma interpreta que estas rentas distribuidas por los 
fideicomisos provienen del capital mobiliario y, en consecuencia, quedan gravadas igual que una utilidad que 
distribuye una sociedad o un dividendo que distribuye una sociedad anónima. 


En el artículo 277 se realiza otro ajuste de carácter técnico que lo único que hace es eliminar la parte final 
"ajustes de precios", quedando el último párrafo redactado de la siguiente manera: "Se incluirán asimismo en 
dichas rentas, los intereses de financiación si se hubieren convenido". Esta modificación es en virtud de que a 
partir de la Ley de Presupuesto N* 18.719 se exoneró y no está más gravado. Entonces, por un problema 
técnico de correlación se está excluyendo este artículo 21 del Título VII del Texto Ordenado 96. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


——=EEl artículo 278 también introduce dos ajustes a la redacción vigente y en lo que refiere al inciso tercero 
del literal C) del artículo 27 le agrega al término "dividendos" el término "utilidades". Por un problema de 
correlación, porque en todo este Inciso se habla de utilidades y dividendos y aquí había faltado esa precisión. 


El inciso cuarto del literal C) del artículo 27 cambia el término "sociedad" por "entidades". Aquí el problema 
era contemplar la posibilidad de que a través de la interposición de una sociedad se eludiera el pago del IRPF 
a la distribución de utilidades. La norma hacía referencia a cuando la renta se generaba en forma primaria en 
una sociedad. Sustituimos el término "sociedad" por "entidad" para cubrir los casos en que la renta se genere 
originalmente, por ejemplo, en un fideicomiso. 


El artículo 279 deroga dos disposiciones que lo que hacen es alinear con la exoneración de la diferencia de 
cambio y reajuste de precio; había quedado residualmente estas dos disposiciones que se vienen a derogar 


para que también quede correlacionado con la referida exoneración. 


El artículo 280 -al igual que veíamos con el IRPF- introduce en el impuesto a la renta de los no residentes la 
misma definición de residencia que mencionamos anteriormente. 


Los artículos 283, 284 y 285, introducen una serie de ajustes en estos impuestos que gravaban la carne 
proveniente de faenas. Lo que se hace ahora es asimilar el tratamiento en el Impuesto al Fondo de Inspección 
Sanitaria, el Impuesto al Control y Erradicación de la Fiebre Aftosa y el impuesto que financia al Instituto 
Nacional de Carne, la gravabilidad de la exportación de ganado en pie de las especies bovina y ovina. 


Por último, los artículos 287 y 288 refieren a las exoneraciones en materia de adquisición de vehículos para 
personas lisiadas. La propuesta cambia un poco la lógica vigente en materia de exoneración de vehículos para 
lisiados, según la cual el Poder Ejecutivo establece un tope de exoneración; si se está por encima de ese tope, 
no se aplica la exoneración. En sustitución de esta norma imperante se exonera hasta un mínimo no 
imponible la importación o la adquisición de un vehículo para lisiados. Por ejemplo, se exonera hasta un 
monto de US$ 20.000, y por encima de ese valor, se tributa en consecuencia. 


SEÑOR SANDER.- ¿Por el valor del vehículo? 


SEÑOR SERRA.- La lógica es establecer un monto que se aplica a todo tipo de vehículos. Ese monto se 
exonera como un mínimo no imponible. Hasta determinado valor se exonera y por encima queda 
gravado. La propuesta también incluye no tomar en consideración los elementos de seguridad y 
accesibilidad para que no resulte más gravoso. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿El monto lo va a fijar el Poder Ejecutivo? ¿Si el vehículo supera el monto 
establecido, se grava todo el valor o la diferencia? 


SEÑOR SERRA.- Ese régimen es el vigente actualmente: si el vehículo supera determinado valor, no 
queda exonerado y tributa por todo el valor. Ahora la lógica cambiaría: queda exonerado hasta 
determinado monto y va a ser gravada la parte que supere ese valor. 


El artículo 288 deroga el artículo 7” de la Ley _N” 13.102 que es le ley que regula los vehículos para lisiados, 
que establecía la obligatoriedad a marzo de cada año el Poder Ejecutivo fijara el valor. En la nueva lógica, 
esto no tendría sentido, por lo que se propone su derogación. 


Por último, el artículo 289, acudiendo a una técnica utilizada reiteradamente para salvar el problema de que 
el Texto Ordenado es una norma reglamentaria, establece que las remisiones al Texto Ordenado 1996 serán 
respecto a las leyes que dieron origen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos finalizado la Sección correspondiente. 


Se está repartiendo entre los miembros de la Comisión la agenda para los próximos días. Aclaro que desde 
hace varios días figura que el jueves 12 vendría el Ministerio de Economía y Finanzas de 13 y 30 horas a 20 
horas para tratar los artículos correspondientes al Ministerio y otros detallados en la convocatoria del día de 
hoy. 


SEÑOR GANDINLI.- En el día de ayer habíamos solicitado culminar la sesión de hoy a las 18 horas 
porque a partir de entonces tenemos compromisos políticos. El Ministro y el señor Presidente saben 
que estamos en días complicados desde el punto de vista parlamentario y que tenemos reuniones de 
bancadas y sesiones especiales sobre temas importantes. Es de estilo en esta Comisión respetar esas 
posiciones porque todos en algún momento solicitamos este tipo de consideración. Ayer planteamos 
esto y el señor Diputado Ibarra -que no se encuentra presente en este momento- es testigo de ello. Por 
eso entendíamos que a la hora 18 terminaría esta sesión. 


También dijimos que cuando miramos la agenda supusimos que "MEF y otros" significaba Ministerio de 
Economía y Finanzas y otros artículos, no otros Incisos, y que no estábamos preparados para intervenir en 
determinados aspectos que tienen que ver algunas modificaciones tributarias porque esperábamos algunos 


informes.Habitualmente, la segunda comparecencia del Ministerio de Economía y Finanzas no es inmediata a 
la primera sino más cercana al final, cuando ya hemos podido estudiar algunos aspectos de otros Incisos, 
pedir informes internamente sobre temas complejos, etcétera. No ha sido este el caso; hoy se ha preferido 
agotar la agenda vinculada al Ministerio de Economía y Finanzas. Nosotros nos vamos a retirar, como lo 
hemos dicho ayer. 


Quisiera además dejar constancia de que me acabo de enterar que es intención del señor Presidente abordar el 
tema de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Esto sí que no estaba previsto para el día de hoy. La 
Corporación Nacional para el Desarrollo, cuya Presidenta nos acompaña desde hace rato y a la que recibimos 
con mucho gusto, no integra el Poder Ejecutivo, no integra la Administración Central, y tiene que rendir 
cuentas como todos, frente a la Comisión, de los fondos que maneja por disposición presupuestal. Su 
comparecencia está agendada para el día 23, no exclusivamente para referirse al artículo 297 sino a otros. De 
hecho, a la Corporación Nacional para el Desarrollo se le han confiado fondos públicos para los fondos de 
infraestructura educativa y el del INAU, cuyo nombre no recuerdo. Esto nos interesa particularmente porque 
vamos a contrastar las informaciones de ejecución presupuestal de estos fondos con aquellos vinculados a la 
ejecución de infraestructura educativa cuando comparezcan la ANEP, la Universidad de la República y el 
INAU. Para ello estábamos solicitando la comparecencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
como tal, no solo la de la señora Presidenta sino la del Directorio, que está integrado también por 
representantes de la oposición. 


Así como el Poder Ejecutivo viene acompañado por Directores, jerarcas y asesores, si la Corporación 
entiende que el día 23 debe concurrir acompañada por algunos Gerentes o Directores de estas áreas, sería 
conveniente que lo hiciera. Aspiramos a que los temas de la Corporación se traten con la Corporación, como 
lo hicimos en el año 2010. Cuando tratamos el Presupuesto Nacional, la Corporación compareció sin estar 
acompañada por el Poder Ejecutivo, a solicitud de la propia Comisión. 


Dejamos constancia de que habíamos entendido que acordamos que hoy a la hora 18 se levantaba la sesión 
por compromisos políticos conocidos. Aspirábamos a que no se tratara el capítulo "Recursos", porque no 
estábamos preparados para hacer todas las preguntas que nos parecían pertinentes. Si el Ministro no puede 
comparecer en otra instancia, lo entiendo, pero las cosas son así. Asimismo, aspiramos a que se mantenga en 
el orden del día del 23 de julio la presencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las agendas se van actualizando prácticamente hora a hora y las sesiones de 
los días viernes y lunes próximo han hecho reprogramar algunos Incisos que estaban confirmados. 
Hace ya varios días que se ha sacado del lunes 23 la comparecencia de la Presidenta de la CND y 
habíamos informado que iba a venir acompañando al Ministro de Economía y Finanzas, ya que la 
Corporación se relaciona con este Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se nos convocó por el conjunto de temas que 
habitualmente tratamos cuando consideramos este Inciso. Desde ya manifiesto la disposición del 
Ministerio a comparecer en la oportunidad que ustedes entiendan conveniente y en relación a los 
artículos ya presentados o a otros sobres los que tengan dudas. 


En el entendido de que íbamos a presentar la integralidad de los artículos que habitualmente presentamos es 
que convoqué a la Presidenta de la Corporación, porque había dos artículos que la involucraban. Fue mi 
responsabilidad el haberla invitado, independientemente a lo que hubieran decidido ustedes, que no lo sabía. 
Había dos artículos que la involucraban y es nuestra costumbre tratar de que los jerarcas que tienen que ver 
con temas específicos puedan participar y explicar las cosas que les atañen directamente. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Quiero hacer alusión a dos precisiones. Una es la que acaba de aclarar el 
señor Ministro, sobre todo atento a que es el accionista mayoritario de la Corporación. Nosotros nos 
remitimos al Poder Ejecutivo a través de nuestro accionista mayoritario. 


Con respecto a la convocatoria, quisiera aclarar que en el Directorio de hoy se iba a tratar -no sesionó porque 
yo no estaba, aunque sin mi presencia puede sesionar igual- la nota de invitación a la Comisión. Quisiera 
hacer la precisión de que se trata de una invitación y no de una convocatoria. Me gustaría que quedara 


aclarado el punto ya que no existe normativa por la cual se nos pueda convocar. Se nos invita y evaluamos la 
respuesta que elevaremos al pleno. Yo estaré de viaje y tenemos que evaluar esa situación. 


En esa misma invitación se mencionaba venir a conversar a esta Comisión sobre los dos artículos que el 
Poder Ejecutivo había enviado en la Rendición de Cuentas, o sea que la invitación que hoy íbamos a tratar en 
el Directorio -de hecho no sé si lo podremos hacer mañana- estaba referida a esos dos artículos. Los otros 
temas que se mencionan, por lo menos en la invitación no figuraban. No íbamos a venir ni vamos a venir -en 
caso de aceptar la invitación- preparados porque no es ese el contenido de la invitación recibida. 


Esos eran los dos puntos que quería aclarar. 


SEÑOR SANDER.- Como decía el señor Diputado Gandini, ayer habíamos charlado informalmente 
acerca de que la sesión terminaría a la hora 18. La convocatoria tenía un montón de puntos e 
informaba que concurriría solamente el Ministerio de Economía y Finanzas. Algunos puntos siempre 
quedan para el final, como para el cierre, y habíamos preparado algunas preguntas. 


Entendíamos que el artículo 143 del Ministerio de Industria y Energía otorga una serie de beneficios para los 
deudores del canon de DINAMIGE y queríamos hacer un planteamiento con relación al Impuesto de 
Primaria, a la alta deuda que hay. He visto algún proyecto de ley que quedó perdido. No sé si lo podemos 
hacer, pero quería planteárselo al Ministro, ya que el Gobierno recauda solamente US$ 60:000.000 y podría 
recaudar mucho más con un período especial de facilidades. En definitiva, teníamos un par de preguntas para 
hacer al Ministro sobre la parte de las bases del presupuesto.Nos llega información y las vamos estudiando; 
todos los días nos dan cuatro o cinco carpetas nuevas. Leemos las versiones taquigráficas, analizamos las 
preguntas que formulamos y las respuestas del Ministro y de sus asesores. De a poco vamos intentando 
entender este mar de cosas. Para nosotros esto es bastante complicado. Además, el tiempo que tenemos es 
limitado 


Entonces, la situación es difícil, sobre todo, para los que venimos del interior, que tenemos que volver a 
nuestros departamentos. Yo tengo que hacer seis horas de viaje para volver a Rivera; hoy tenía previsto 
regresar a la hora 18. Agradecemos que se nos considere respecto a los días viernes, porque de lo contrario, 
deberíamos mudarnos a Montevideo. 


También agradecemos la presencia de la Presidenta de la Corporación, que no estaba anotada. Precisamente, 
yo tengo dudas respecto a las Intendencias y el artículo relativo a los residuos -un tema nuevo- y a AFE. 


Pido las disculpas del caso, porque me tengo que retirar para volver a Rivera. También pido disculpas al 
Ministro y a todo su equipo, que es el segundo día que vienen a Comisión; esto se hace largo y arduo. 


Estas son las constancias que quería dejar. 


SEÑOR GANDINI.- En primer lugar, la señora Presidenta de la Corporación acaba de confirmar que 
se le mandó una invitación para el día 23. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, para hoy. 


SEÑOR GANDINI.- La invitación era para el día 23, y se iba a tratar hoy en el Directorio. Y la mandó 
usted, señor Presidente. No sé quién lo autorizó para retirarla de nuestro orden del día para el 23; 
usted, por usted, tomó esa decisión. 


En segundo término, el que convocó a la Presidenta de la Corporación fue el Partido Nacional, y no dijo 
cuáles eran los temas a tratar. 


Yo me he cansado de decir que el propósito de esta Comisión es analizar la Rendición de Cuentas. Lo que 
consideramos en el articulado, regirá para después. El tema esencial de la Comisión es analizar planillados, 
preguntar cómo se gastó y analizar niveles de ejecución; que no siempre lo hagamos no quiere decir que no 
sea esa nuestra tarea. El propósito de esta Comisión, de nuestro Partido, es analizar no solo el artículo 297, 
que regirá a partir del próximo Ejercicio, sino también cómo se ejecutaron los fondos públicos que hemos 


confiado. Por arriba digo que para el año 2011 hemos confiado al fondo de infraestructura educativa la 
ejecución de $ 386:000.000, y para el que está corriendo, el doble: $ 663:000.000. A esto debemos agregar la 
partida de $ 100:000.000 para el INAU y no recuerdo cuánto más para la Universidad. Tampoco tengo muy 
claro cómo cerró esa potestad que le dimos a la Universidad de usar o no el fondo educativo para sus 
inversiones. 


Sobre esos temas debemos hablar. Si la Corporación Nacional para el Desarrollo resuelve no darnos 
información, porque no está obligada legalmente a hacerlo, analizaremos la situación. Yo creo que todo aquel 
que dispone de fondos presupuestales está obligado a dar cuenta al Parlamento Nacional de cómo los ejecuta 
y de cuál ha sido el resultado de los mismos. Lo mismo preguntaremos a la ANEP porque a esta altura, 
cuando se esta ejecutando el segundo período de esta experiencia, es bueno conocer cuál ha sido la ejecución 
y qué resultados han obtenidos. Me refiero a analizar si es mejor que las escuelas las haga la Corporación por 
el régimen que hemos definido o las haga la ANEP, como antes. Esa es nuestra tarea. Si la Corporación 
entiende que no existe una norma legal en este sentido, y no quiere hablar de eso, lo manifestará en Comisión 
y analizaremos su respuesta. 


Reitero: la convocatoria era para el día 23 y el Partido Nacional no expresó en detalle cuál era el motivo. 
Además, el trabajo de esta Comisión es analizar el articulado para el próximo Ejercicio y la Rendición de 
Cuentas de 2011. 


Estas eran las constancias que quería dejar, señor Presidente. Usted verá cómo maneja su Presidencia hacia el 
futuro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- De nuestra parte, estamos dispuestos a venir 
tan pronto como seamos citados para analizar lo que resta del articulado o para evacuar otras 
consultas que se decida hacer referidas a estos u otros temas. Podemos venir a la brevedad, porque no 
tenemos ninguna dificultad para participar de estas reuniones 


SEÑOR GANDINI.- Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 

SEÑORA RODRÍGUEZ.- Me acaban de comunicar que hoy llegó una invitación para el día de hoy. 
SEÑOR GANDINLI.- ¿De dónde? ¿Quién la invitó? 

SEÑORA RODRÍGUEZ.- No sé, porque no la vi. 


SEÑOR GANDINL.- Se supone que la invitó el Ministro. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El Ministro invitó, por eso estoy acá. Me acaban de avisar que llegó otra 
invitación más. 


SEÑOR PRESIDENTE.-A solicitud de la oposición, vamos a terminar la reunión. 


Agradecemos la presencia de los representantes del Ministerio y de los organismos que lo acompañan. 


Recuerdo a los señores Diputados que hay una nueva agenda: ASSE y Ministerio de Educación y Cultura 
concurrirán a la hora 18, manteniendo las anteriores condiciones. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 3) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


